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Prólogo 



La crisis actual del objetivo uniformador del Derecho del Trabajo, del pretendido régimen legal único y unitario aplicable a todos los contratos de trabajo y a todos los trabajadores por igual, se relaciona con un triple fenómeno: la expansión condicionada de la disciplina a zonas grises, fronterizas entre trabajo autónomo y trabajo subordinado; la creación o admisión de formas «atípicas» de trabajo subordinado (las llamadas modalidades de contratación) que incluso se promocionan como mecanismos de creación de empleo; y la existencia de formas de trabajo que por sus peculiaridades han planteado la necesidad de un régimen legal propio y diferenciado, no bastando para ello las singularidades de tratamiento establecidas por la negociación colectiva.

Este último fenómeno responde a la vieja idea, renovada, de los contratos «especiales» de trabajo, tales fueron en la vieja legislación de contrato de trabajo los de aprendizaje, de embarco y de trabajo a domicilio. Esos contratos especiales se han integrado formalmente sin dificultades en el régimen común del contrato de trabajo, pero, a la vez, nuestro ordenamiento ha creado la singular figura de las relaciones de trabajo de carácter especial,que supone una exclusión del régimen laboral común y la sujeción a una regulación específica que la ley encomienda al poder reglamentario. La figura de las relaciones de trabajo de carácter especial, creada en la Ley de Relaciones de Trabajo, pasa, no sin reticencias, al art. 2 del Estatuto de los Trabajadores, y su constitucionalidad, frente al mandato a la ley de establecer un estatuto de los trabajadores, ha sido aceptada con ciertos condicionamientos por nuestro Tribunal Constitucional.

El art. 2 del Estatuto de los Trabajadores ha partido de una triple premisa: primero, que la relación jurídica de carácter especial es un contrato de trabajo subordinado con las notas propias de éste (lo que ha resultado especialmente relevante para situaciones en las que esa laboralidad hasta entonces la ley cuestionaba o excluía, por ejemplo trabajo doméstico, directivos o representantes de comercio); segundo, que se trata de un trabajo que, ya sea por su contenido o por las singularidades de la organización en la que se presta, reúne unas características propias y específicas tan significativas como para requerir un tratamiento legal específico distinto y separado del común; y, tercero, que esa regulación propia se habrá de establecer no por la ley sino por el Gobierno en un a modo de reglamento delegado, que es el que ha dotado a esa relación laboral de una regulación propia y diferenciada que le da un «carácter especial».

Siguiendo la estela de la Ley de Relaciones Laborales, el art. 2.1 e) ET incluye dentro de esas relaciones laborales de carácter especial la «de los artistas en espectáculos públicos» cuya regulación ha establecido el Real Decreto 1435/1985, de 1 de agosto. Se trataba en 1976 de una novedad, pues ni la legislación laboral precedente ni la jurisprudencia habían tenido dudas para incluir en la Ley de Contrato de Trabajo a los artistas en tanto que asalariados,entendiendo que «sin negar la parte artística que esta profesión envuelve, el ejercicio cotidiano de ella constituye un trabajo» (STS 24 marzo 1941), y ello siempre que concurriera la nota de dependencia en la forma en la que el trabajo del artista era prestado. Hasta entonces, la actividad artística en espectáculos públicos podía ser objeto de contrato detrabajo y el artista sujeto que la realizaba era considerado un trabajador común.

Sin embargo, la normativa sectorial en el sector de los espectáculos públicos (las Reglamentaciones de Trabajo y Ordenanzas Laborales vigentes en la época como las del Espectáculo Taurino, Teatro, Circo, Variedades y Folklore, Industria Cinematográfica y Profesionales de la Música) en la que quedaban incluidos también los artistas, reflejaba peculiaridades y singularidades del trabajo en los espectáculos públicos y, en particular, el del artista. El régimen jurídico de su contrato se veía, además, muy condicionado por el control que sobre el mercado artístico y sobre la formación o profesionalidad del artista ejercía el entonces poderoso Sindicato del Espectáculo.

La consagración legal como «especial» de esta relación laboral no supuso, así, a diferencia de otros casos, la inclusión en la legislación laboral de un contrato que hasta entonces estaba excluido; fue, como ya entonces se puso de relieve, un reflejo y refrendo de «normativas sectoriales» aplicables a un contrato cuya calificación laboral no era discutible pero que tenía algunas singularidades, vinculadas tanto a la peculiar naturaleza de la actividad artística como al medio en que se presta, su integración en un espectáculo dirigido al público y condicionado por las tendencias de éste.

Su consagración como relación de carácter especial podía entenderse ante todo como una norma hacia el pasado, la respuesta a los problemas que habían surgido de la aplicación al contrato de trabajo de los artistas de la disciplina común diseñada sobre el modelo del obrero fabril. El art. 2.1 e) ET despejaba toda duda sobre la aplicación del Derecho del Trabajo al trabajo del artista en espectáculos públicos, y, al mismo tiempo, garantizaba la toma encuenta de sus especialidades (p. ej. en cuanto a tiempo de trabajo, modalidades de contrato,etc.), elevando al plano de la especialidad de la relación lo que hasta entonces, y aún hoy en la mayoría de los sistemas comparados, son meras peculiaridades de regulación que encuentran base en la costumbre profesional y en la contratación colectiva.

Nuestra doctrina ya ha dedicado alguna atención al régimen laboral especial en que se desenvuelve la actividad laboral de estos artistas  (1) , pero no ha agotado el tema. Resultaba pertinente un nuevo examen de ese régimen, dada la profunda modificación del contexto normativo en que fue regulado ese régimen laboral específico hace ya más de veinte años, y, muy especialmente, dados los importantísimos cambios e innovaciones introducidas no sólo en el propio texto del Estatuto de los Trabajadores(flexibilización de la contratación temporal, conversión de ciertos trabajos fijos discontinuos en trabajos a tiempo parcial, etc.), sino también en una serie de campos y materias que, aunque distantes en apariencia (como el reconocimiento legal de los derechos de propiedad intelectual de los artistas sobre sus interpretaciones o ejecuciones, la protección de datos, la contratación por vía electrónica, o los contratos de las Administraciones Públicas, entre otras), conectan ahora con él, obligando a una reinterpretación de aquellas normas.

En los treinta años transcurridos desde la consideración legal como relación de carácter especial de los artistas en espectáculos públicos se ha producido un considerable desarrollode la denominada cultura del ocio y la consiguiente explosión, en términos de producción y consumo, del sector del espectáculo público y, dentro de él, muy en particular, del audiovisual, lo que ha determinado que los trabajadores dedicados a estas actividades sean un colectivo relativamente importante. Por lo demás, el trabajo de los artistas intérpretes representa un interés económico muy relevante; muchas personas y no sólo el empresario de espectáculos, se benefician del valor generado por su trabajo.

La evolución de la tecnología, unida al fenómeno de la globalización, ha acentuado el proceso de «industrialización» (y mercantilización) de la cultura, ha hecho más difícil distinguir las fronteras que separaban teledifusión y espectáculo y ha transformado los empleos en la cinematografía, la teledifusión y el mundo del espectáculo, que exigen nuevos conocimientos técnicos y especializaciones. Las nuevas tecnologías de la comunicación, y en especial Internet, han transformando la industria del espectáculo, facilitando la producción y la distribución por la red. A la vez, las empresas de espectáculos se insertan cada vez más enconglomerados de empresas multinacionales muy competitivas, de una gran importancia económica, y en los mercados financieros.

El espectáculo, la actuación en directo sigue siendo un elemento indispensable y fundamentalde la cultura, pero, a su vez, las nuevas tecnologías han relativizado su papel y se ha podido decir que la actuación en directo es la víctima más importante de la nueva industria de la comunicación. Ciertamente, las actuaciones en directo se benefician de Internet, que facilitauna mayor difusión del espectáculo, la venta de entradas y un mayor interés del público de masa, pero desde una lógica de mercado que favorece desigualmente a los artistas.

Al lado de ello se produce un doble fenómeno, por un lado, los espectáculos en directo utilizan las nuevas tecnologías, p. ej. grabaciones de imagen y sonido, cambios de escenarios, iluminación, pantallas de televisión, y, por otro lado, el trabajo del artista intérprete puede dejar de ser «efímero» en cuanto al lugar y al momento, al ser susceptible de grabación y reproducción, generando posibilidades de ingresos complementarios, a veces muy superiores a los obtenidos por la actuación en directo. En el caso norteamericano, aunque las gananciasque obtienen los artistas intérpretes han aumentado a lo largo del decenio pasado, se produjo un mayor incremento en los «pagos residuales» o derechos de autor por la difusión y reutilización de su trabajo.

Las nuevas tecnologías favorecen nuevas formas de expresión, nuevos productos y servicios artísticos, y, por ello, nuevos mercados a las empresas del espectáculo, a los proveedores de contenidos, así como a los artistas intérpretes y a sus obras. Pero no todo es positivo pues el mercado puede hacer predominar (y ello está ocurriendo ya con la protección de los derechos de autor) los intereses de las grandes empresas y de los artistas intérpretes y escritores conocidos, en perjuicio de las empresas más pequeñas y de los artistas más modestos.

Los avances tecnológicos y el desarrollo de los canales de comunicación han supuesto un considerable aumento de la oferta de empleo en el sector artístico pero, al mismo tiempo, reducciones considerables del empleo asalariado, sustituido frecuentemente por trabajadores independientes o por contratas, habiéndose reducido notablemente el poder sindical en este sector, antes fuertemente sindicalizado. Según la OIT, «ahora es más probable que los trabajadores queden enmarcados en modalidades atípicas de empleo y estén menos amparados por las negociaciones colectivas». Las nuevas tecnologías en los medios de comunicación y el espectáculo han creado puestos de trabajo que suelen caracterizarse por su inestabilidad y cuyo acceso no está siempre abierto a la, hasta ahora exclusiva y excluyente, fuerza laboral del sector. Ha generado un aumento de oferta de puestos de trabajo inestables, de carácter temporal, y un cierto grado de destrucción o de pérdida de calidad de los empleos.

Estos nuevos fenómenos han desbordado la figura clásica de los artistas de espectáculos, han generado un importante subconjunto de personal técnico y auxiliar y han hecho que aparezcan cada vez más artistas semiprofesionales, trabajadores al fin y al cabo que se dedican a dicha actividad más bien como complemento (y no necesariamente económico, atendida su íntima motivación, vocacional muchas veces) que simultanean con otros trabajoso profesiones (las verdaderamente constitutivas de su medio de vida) en sectores diversos.

El panorama ha cambiado y ello permite plantear si una regulación que trató de cristalizar regulaciones precedentes respecto a situaciones muy distintas puede seguir siendo útil en el momento actual. De ahí el acierto de Luis HURTADO de abordar ahora el examen del régimen laboral de los artistas en espectáculos públicos, y ello no sólo por su importancia y actualidad sino porque permite comprobar una vez más cómo el Derecho del Trabajo tiene que amoldarse a los cambios del sistema productivo, a las innovaciones tecnológicas, a las nuevas formas de producir y de vender y cómo el llamado desafío de la flexibilidad ha encontrado respuesta singular en un ámbito donde la flexibilidad había sido un punto departida y, en cierto sentido, un campo de pruebas.

La tarea no estaba exenta de dificultades que el autor ha solventado con acierto. La primera de ellas, indagar en el propio concepto de la relación, cuya definición no establece, pero presupone, el Estatuto de los Trabajadores, pues no podría admitirse que su delimitación se haya remitido en blanco a la norma reglamentaria. El texto estatutario se refiere a dos requisitos igualmente problemáticos, uno subjetivo, el de artista «intérprete», y otro objetivo,la específica circunstancia de la realización del trabajo, «en espectáculos públicos». La identidad y delimitación conceptual del objeto de la relación laboral especial resulta de la de dos elementos, el de espectáculo público, y el de actividad artística. Sin embargo, ninguno de estos dos conceptos es claro.

No lo es, desde luego, el de artista. Según HURTADO, el condicionamiento subjetivo es, en realidad, un condicionamiento también objetivo, pues va referido a la concreta actividad o trabajo objeto de la relación, que es el que tiene que ser artístico. Por lo que la verdadera nota que define a dicha relación es la prestación de una actividad artística, atribuyendo la condición de artista a quien la realiza, precisamente por realizarla y únicamente por realizarla, pero tampoco es claro qué sea una actividad artística, pues los artistas en directo dan vida a expresiones artísticas de otros, plasmándolas y recreándolas, y cada vez es más importante la labor creadora de los directores y de los auxiliares del intérprete (p. ej. técnicos en iluminación, sonido, vestuario, etc.), cuya específica tarea cada vez es más considerada socialmente como artística. Pese a ser absolutamente necesarias esas tareas para la existencia misma del espectáculo, se excluyen del concepto de artistas intérpretes o ejecutantes, concepto que supone ejecución de una obra, aunque en «cualquier forma».

Tampoco es claro lo que sea un espectáculo público, para el autor una actividad cuya ejecución y desarrollo sea, precisamente, lo ofertado a la contemplación del público, para atraer la atención de éste y mover su ánimo, en el sentido que sea, la que se realiza, precisa y específicamente, para ser ofrecida ella misma, en y durante su misma ejecución, a la contemplación por el público, siendo objeto de ésta y constituyendo o conformando esa ejecución, esa actividad, el espectáculo en sí, en todo o en parte. Desde esta perspectiva, HURTADO propone dar al término artístico el más amplio de los sentidos y tener por tal lo que sociológicamente pueda dar lugar a un espectáculo, siendo lo decisivo la propia«espectacularidad del desarrollo de la actividad». El problema adicional es la relevancia de la presencia directa del público, sobre todo cuando los artistas intérpretes tienen que actuar en producciones específicamente creadas para presentación diferida.

Del art. 2.1 e) ET se deduce que el carácter artístico de la actividad no es impedimento para que pueda desarrollarse en el marco de un contrato de trabajo y ser objeto de éste, y que las características y circunstancias, propias o consustanciales, de tal actividad, no niegan ni entran en contradicción de por sí con los presupuestos determinantes (en especial la subordinación) de la calificación como de trabajo del correspondiente contrato. Por eso, el autor afirma que no impide el carácter laboral del contrato la importancia, calificación, categoría o reconocimiento profesional del trabajador, que es compatible con la ajenidad y subordinación, ni tampoco la continuidad o no de la actuación artística contratada, la duración de ésta, o la falta de exclusividad, elementos que en otros sistemas jurídicos han llevado a excluir la calificación laboral del contrato.

Delimitado el ámbito de aplicación del régimen específico de esta relación especial, se examina seguidamente el alcance de esa especialidad.

De la evolución del Derecho común del trabajo hacia pautas más flexibles de ordenación del tiempo de trabajo y de contratación temporal, y del trabajo del artista en espectáculos públicos hacia una mayor relevancia en cuanto a derechos adicionales al de su ejecución, se deriva que, a fin de cuentas, las especialidades del régimen jurídico laboral del contrato de trabajo de los artistas en espectáculos públicos está más fuera del Derecho del Trabajo que dentro de él, en particular la conexión del objeto del contrato de trabajo, en el que juega, en principio, la ajenidad, con los derechos de propiedad intelectual y de imagen de los trabajadores artistas. El trabajo artístico en espectáculos públicos, además o con independencia de su fórmula directa de exhibición al público en el momento de su ejecución puede ser objeto de captación, emisión, y exhibido de otras maneras. Esa posibilidad de diversificar y multiplicar la exhibición y explotación del trabajo del artista plantea si el contrato de trabajo artístico puede ser título que legitime esta utilización de imágenes si éstas son propiedad del empresario.

El reconocimiento legal de los derechos de propiedad intelectual de los artistas sobre sus interpretaciones o ejecuciones, es decir, unos derechos asimismo especiales que vienen a afectar, alterándolo en cierto modo, el objeto natural del propio contrato de trabajo artístico, fuerza a indagar en la Ley de Propiedad Intelectual (esto es, fuera de la normativa tradicionalmente considerada laboral, que nada dice al respecto), el modo y medida en que esto ocurre, así como otros aspectos que, aunque externos ya a la relación contractual en sí (como, por ejemplo, los denominados derechos de remuneración), son fronterizos con ella por traer causa en la misma interpretación o ejecución artística que constituye su objeto.

La regulación laboral no ha dado respuesta a este tema, sino a la regulación del derecho de autor objeto de convenios internacionales y de la Ley de Propiedad Intelectual. Partiendo de esa legislación, HURTADO, que se mueve con soltura en la intrincada problemática de la propiedad intelectual de los artistas intérpretes y en el derecho a la imagen, ha examinado el contenido de la propiedad intelectual de estos artistas intérpretes o ejecutantes de una obra, su fundamento y objeto antes de analizar su juego en el contrato de trabajo de los artistas, el alcance de los derechos de autorización, su cesión o transmisión, la problemática específicade derechos de remuneración y de los derechos morales del artista, así como los derechos de imagen, no sólo en sus aspectos patrimoniales.

Un examen tan exhaustivo y completo de la temática de la propiedad intelectual y del derecho a la imagen, permite comprobar la singularidad de estos problemas, por así decirlo,no estrictamente laborales, de los artistas, que contrasta con la mucho menor singularidad de las especialidades del régimen laboral de los artistas, objeto de examen exhaustivo que en el capítulo III trata de reflejar.

Buena parte de ese capítulo se dedica al viejo y preocupante tema del trabajo de los menores en espectáculos públicos. Aquí, la singularidad del tratamiento es más bien la existencia de excepciones a la prohibición general del trabajo de los menores, que hoy se contemplan con reticencias y críticas que el autor comparte, y que sólo pueden corregirse centrando la atención no en el espectáculo público sino en la protección general del menor. En materia del trabajo de los artistas extranjeros es hoy la normativa de extranjería la predominante y la única particularidad es la inclusión en ciertos casos dentro de los supuestos de excepción a la necesidad de permiso de trabajo.

Al margen de estos dos supuestos particulares, el examen de las materias o aspectos de la relación contractual específicamente regulados, la «capacidad para contratar» (art. 2), la «forma del contrato» (art. 3), el «período de prueba» (art. 4), la «duración y modalidades del contrato de trabajo» (art. 5), los «derechos y deberes de las partes» (art. 6), las «retribuciones» (art. 7), la «jornada» de trabajo (art. 8), los «descansos y vacaciones» del artista (art. 9) y, finalmente, la «extinción del contrato» (art. 10), permite comprobar que, como ya había señalado la mejor doctrina, esas especialidades son «en su mayoría obvias o irrelevantes», lo que, sumado a la cantidad de remisiones directas a la normativa laboral general que las mismas efectúan, el intento de regulación especial de la relación de los artistas puede considerarse en gran medida «frustrado» (ALONSO OLEA-CASAS BAAMONDE). Según HURTADO, la especialidad de esta relación se limita, en realidad, a muy pocos aspectos de la misma, sería la menos especial de todas las relaciones laborales especiales, lo que pone en duda, primero, si cabe una consideración unitaria de la diversidadde actividades y espectáculos artísticos, y, en segundo lugar, si es lógico mantener ese régimen especial tal y como viene hoy definido y regulado.

El Preámbulo de la Exposición de Motivos del Real Decreto 1435/1985 señala que ha «optado por una regulación no exhaustiva del contenido de la relación laboral, contemplándose sólo aquellos aspectos susceptibles de un tratamiento unitario en todos los sectores de la actividad artística, y dejando así a la negociación colectiva la concreción y desarrollo» de los demás aspectos que lo requieran. De ahí que a la postre sea el convenio colectivo la fuente que deberá perfilar mejor ese régimen jurídico singular, ajustándolo a la diversidad de situaciones y de sectores. Y en este punto habría de preguntarse también si, dadas las características del sector, la especialidad de tratamiento legal debería haberse centrado sobre todo en la peculiaridad de unidades de contratación, y la necesidad de formas específicas de representación colectiva del sector artístico. En todo caso, la consagración del régimen laboral al menos deja claro el papel de la contratación colectiva para la determinación de las condiciones de trabajo de los artistas, además de, y esto esespecialmente trascendente, dejar claro que los litigios conflictos que surjan entre los artistas en espectáculos públicos y las empresas, como consecuencia del contrato de trabajo, serán competencia de los jueces y tribunales «del orden jurisdiccional social».

En todo caso, el examen de las especialidades del tratamiento de esta relación laboral permite comprobar como estas relaciones pueden ser un banco de pruebas de nuevos enfoques de la disciplina. Piénsese, por ejemplo, en el tratamiento del tiempo de trabajo, la incidencia de modalidades de contratación hoy generalizadas, como el trabajo a tiempo parcial o el contrato para la realización de actividades artísticas fijas de carácter discontinuo, o las especialidades del régimen de contratación temporal y de su extinción.

Junto a ello, el supuesto puede servir para repensar el papel del contrato, también para reequilibrar la tutela de los intereses respectivos del artista y de su empleador, pues en este contrato el interés objetivo de la empresa del espectáculo se enfrenta con el interés, por así decirlo, objetivo del artista, a su nombre, a su prestigio, a la tutela de su profesionalidad, conconsecuencias, por ejemplo, en materia del deber de ocupación efectiva. Pero aquí la excepción puede tornarse en regla incipiente para reequilibrar en todo contrato de trabajo la tutela de la profesionalidad del trabajador.

El capítulo IV se dedica al régimen de Seguridad Social de los Artistas, así como al de los Toreros (porque a este efecto hay que distinguir), regímenes antes especiales, pero hoy formalmente integrados en el General. Subsistentes muchas de sus normas peculiares, exigían una atención especializada (o, al menos, una descripción satisfactoria) dada la compleja problemática que la aplicación de algunas de esas normas (sobre todo, las de cotización y recaudación, modificadas varias veces) ha venido tradicionalmente planteando y que el autorexamina detenidamente, clarificando en lo posible esa intrincada problemática.

Nos encontramos, en suma, ante una obra encomiable, oportuna y particularmente útil, no sólo para el estudioso sino también para la práctica jurídica en un sector que, como refleja la numerosa jurisprudencia que útilmente se incluye como anexo, ha sido y es especialmente litigioso.

Miguel RODRÍGUEZ-PIÑERO Y BRAVO-FERRER





	 (1) 

	Vigente ya el Estatuto de los Trabajadores, las primeras aportaciones al estudio de conjunto del régimen jurídico del trabajo de los artistas fueron las de F. GONZÁLEZ PÉREZ, El estatuto laboral del artista de espectáculo público, Universidad de Extremadura, 1981; y M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial de los artistas en espectáculos públicos», Revista de Derecho Privado (febrero, 1983). Ambas precedieron, sin embargo, al RD 1435/1985, de 1 de agosto, por el que, en cumplimiento de las previsionesdel Estatuto, fue finalmente establecido dicho régimen jurídico especial. Éste dio oportunidad, así, a los estudios de F. DURÁN LÓPEZ, «La relación laboral especial de losartistas», Relaciones Laborales, tomo I (1986); y F. LÓPEZ-TARRUELLAMARTÍNEZ, «Relación especial de trabajo de los artistas en espectáculos públicos», en Comentarios a las leyes laborales. El Estatuto de los Trabajadores (dir. E. BorrajoDacruz), tomo II, volumen 1, Edersa, Madrid, 1987. El tema fue retomado bastantes añosdespués por R. ROQUETA BUJ, El trabajo de los artistas, Tirant lo Blanch,Valencia, 1995; y, más recientemente, I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral de losartistas, Consejo Económico y Social, Madrid, 2001, y por J. J. GONZÁLEZSÁNCHEZ, Condiciones de trabajo y seguridad social de los profesionales de la música, Iberautor, Madrid, 2003.
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Introducción



No son pocas las ocasiones en que ciertos personajes, a través de los medios de comunicación (sobre todo, de los que suelen darles voz), proclaman insistentemente su condición de artistas. La general perplejidad ante este tipo de declaraciones no deriva tanto de que sea el propio sujeto quien, sin síntoma alguno de la más mínima modestia, se impute a sí mismo tan prestigiosa cualidad, sino del hecho cierto de que, en la mayoría de los casos, no se le conozca la práctica (ni, mucho menos, el dominio) de modalidad alguna de lo que normalmente, en sentido social o académico, se entiende por arte.

Esto obliga a considerar la posibilidad de que existan distintas dimensiones del arte o, si se quiere, distintos conceptos de artista, y que esta diversidad tenga también reflejo en el Ordenamiento Jurídico, con obvias repercusiones, entonces, para la adecuada lectura e interpretación de las distintas normas que específicamente puedan delimitar su ámbito de aplicación en torno a la última expresión  (1) .

Así lo hace, por lo que ahora interesa  (2) , el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores  (3) , que entre las varias «relaciones laborales de carácter especial» que, como tales, expresamente declara, incluye «La de los artistas en espectáculos públicos»  (4) .






	 (1) 

	Sin perjuicio del sentido genérico del término cuando es utilizado por otras normas, como, por ejemplo, la propia Constitución [cuyo art. 20.1 b) reconoce y protege el derecho «a la producción... artística»] o la LO 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor (su art. 7 reconoce al menor el derecho a participar «en la vida... artística... de su entorno»).
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	 (2) 

	Otras normas que lo hacen, y sobre las que más adelante se tratará, son la Ley de Propiedad Intelectual (en adelante LPI, Texto Refundido aprobado por RDLeg. 1/1996, de 12 de abril), que reconoce derechos de propiedad intelectual a los «artistas intérpretes o ejecutantes» (arts. 105 a 113); y las sucesivas Leyes de Presupuestos Generales del Estado: la última, la Ley 30/2005, de 29 de diciembre, de Presupuestos para el año 2006, que en el artículo dedicado a las «cotizaciones sociales» contempla por separado las específicas «de los artistas» (art. 110.dos.5).
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	 (3) 

	Aprobado por RDLeg. 1/1995, de 24 de marzo. En adelante, ET.
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	 (4) 

	Art. 2.1 e) ET.
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El concepto de la relación en el Estatuto de los Trabajadores



En ninguno de sus preceptos proporciona el ET una definición en regla de dicha relación. Pero de esa mera frase legal resulta, en realidad, un concepto bastante preciso de la misma, asentado en la identidad que la norma descubre en su objeto y que delimita con su propia enunciación, en el carácter laboral que reconoce a la relación y, sobre todo, en la especialidad que a ésta atribuye.

En efecto, tres son, al menos, los elementos que integran la declaración legal y, consiguientemente, sostienen el concepto de la relación mencionada:


	
a) La individualización legal, dentro del conjunto de las múltiples actividades productivas del ser humano, del trabajo «de los artistas en espectáculos públicos», con lo que la norma está haciendo expresa manifestación no tanto de que el mismo tiene una identidad propia y específica (pues en cierta manera todo trabajo la tiene por el hecho de desenvolverse en una rama de producción y no en otra), cuanto de que esta individualidad es especialmente significativa, hasta el punto de merecer su contemplación legal por separado. 

	
b) El reconocimiento, con todo, de la laboralidad de la relación jurídica en la que, en su caso (entre otras posibilidades pensables), ese trabajo, como objeto de la misma, pueda desenvolverse. Esto es, que el trabajo de los artistas en espectáculos públicos puede prestarse, igual que si de cualquier otro tipo de trabajo se tratara, en los términos descritos por el art. 1.1 ET: personal y voluntariamente, por cuenta ajena, dentro del ámbito de organización y dirección de otro, a cambio de un salario. 

	
c) La atribución a dicha relación, asimismo, de un «carácter especial», que no se intuye sino como la respuesta del legislador (cuyo significado y alcance habrá, desde luego, que determinar) a la propia identidad y significación de su objeto. 



1.  El trabajo de los artistas en espectáculos públicos

1.1.  Las claves de su identidad

El concepto legal de la relación en cuestión descansa, pues, en primer término, en la individualidad del trabajo de los artistas en espectáculos públicos; trabajo cuyos contornos básicos tienen necesariamente que resultar de los propios términos legales, sin que de ninguna manera pueda entenderse remitida su delimitación a reglamento  (1) , ya que, en tal caso, no se ve qué sentido tendría declarar la especialidad de una relación laboral cuyo objeto estuviese por determinar.

Así, atendidos el sentido y alcance de las palabras que la Ley utiliza, el trabajo objeto de atención viene delimitado en torno a dos rasgos o condicionantes básicos: uno subjetivo, atinente a la persona que lo realiza, que es un artista; y otro objetivo, referido a la específica circunstancia de su realización, que acontece «en espectáculos públicos».

1.1.1.  Artista

El trabajo objeto de individualización legal lo es primeramente desde una pura perspectiva subjetiva. El ET se refiere únicamente, pues, al trabajo que realizan los «artistas», dejando fuera del ámbito conceptual de la relación en cuestión a todas las actividades laborales acometidas por personas que no puedan ser calificadas de tal forma.

El sujeto —el trabajador— tiene que ostentar, por tanto, la condición de artista, siendo así que ésta tiene, por hipótesis, dos posibles fuentes, pudiendo ser resultado bien de algún factor previo, ajeno o externo al concreto trabajo que se tome en consideración; o bien fruto exclusivamente del mismo.

La primera posibilidad implicaría que, a los efectos del ET, el artista sería tal por razón de sus propias condiciones personales, como, por ejemplo, sus aptitudes naturales o formación profesional poseída, su eventual reconocimiento o, incluso, titulación como artista; podría importar —o bastar— también su profesionalidad, entendida ésta como dedicación habitual, constitutiva de su medio fundamental de vida, a trabajos merecedores de idéntico calificativo. La condición de artista resultaría, en suma, de las previas cualidades personales del trabajador.

La doctrina jurídica ha puesto un cierto énfasis en esta cualificación personal del trabajador, resaltando su importancia y la necesidad de su concurrencia. Se ha dicho, así, que la condición de artista «requiere la posesión de concretas aptitudes artísticas, exige por tanto una particular cualificación que no está al alcance de todos, y que debe ser constantemente “alimentada” a través de la oportuna experimentación y preparación»  (2) . Y también que «para ser artista es necesario sobresalir, ser hombre inspirado, genial», de tal suerte que «estas cualidades le distinguen del mero artífice y del artesano con quienes en ocasiones se le confunde»  (3) . En definitiva, que hay una serie de circunstancias o condiciones que «deben estar presentes en la persona del artista [aptitud y cualificación especiales que deben, además, mantenerse y renovarse»  (4) ].

El problema se desplaza, entonces, a la determinación de cuál o cuáles serían las aptitudes, habilidades o cualidades relevantes, pues no es lo mismo que la condición de artista se corresponda, por ejemplo, con un don natural poco repartido entre los humanos [v. gr., la genialidad antes mencionada, o el «temperamento artístico»  (5) ], a que dependa de una titulación oficial a la que cualquiera pueda acceder mediante el seguimiento de un determinado proceso formativo.

Mas fuera cual fuera la cualidad o cualificación previa que pudiera estimarse relevante, necesaria entonces para ser artista, semejante vía llevaría inexorablemente a negar que, para el ET, fueran tales quienes no estuviesen en posesión de la misma, pese a que la norma no dice cuál pueda ser ésta. Así, si se estima imprescindible, por ejemplo, un determinado prestigio o reconocimiento social, no serían artistas los meros figurantes que intervienen en las películas cinematográficas; en cambio, si se opta por la profesionalidad, quedarían excluidos de dicha condición los protagonistas de esas películas, aun principales, de primer y único empleo, realizado a título de capricho, a modo de experiencia o, incluso, por necesidades excepcionales de la propia obra cinematográfica [sería el caso, por ejemplo, de los actores infantiles, cuya profesionalidad está expresamente prohibida —como se verá— por el art. 6.4 ET  (6) ].

Por otra parte, no se ve tampoco a qué conduce el entender que la Ley haya individualizado un determinado tipo de trabajo sobre la base de unas pretendidas (y, sin duda, muchas veces existentes) cualidades especiales de las personas que lo realizan y a que éstas deban, «además, mantenerse y renovarse», ya que lo mismo sucede con otros muchísimos trabajadores y trabajos, que igualmente tienen y exigen, respectivamente, unas concretas aptitudes y una particular cualificación, que deben, asimismo, ser continuamente actualizadas y alimentadas. Piénsese, por ejemplo, en el trabajo de un ingeniero aeronáutico, en el de un neurocirujano o, incluso, en el de un mecánico de la cada vez más sofisticada automoción, los cuales, desde esta perspectiva, en nada se diferencian del artista.

En consecuencia, la indeterminación legal respecto de las cualidades que deban tomarse en consideración y la consiguiente falta de singularidad o especificidad de éstas frente a las que puedan exigir otros tipos de trabajo, son argumentos suficientemente concluyentes de la irrelevancia de dichas cualidades para, a los efectos de la relación laboral especial, reputar a un trabajador como artista. Al mencionarlo, el ET no puede estar requiriendo, por tanto, «una determinada titulación o capacitación», como tampoco puede estar subordinando dicha condición al hecho de «que el sujeto que fuera a desarrollar la actividad artística se dedique a ello habitual o esporádicamente»  (7) . Para el ET, la cualificación personal no es, en definitiva, la que atribuye la condición de artista, como tampoco la carencia de aquélla tiene por qué impedir la imputación de ésta, que sólo puede depender, entonces, del propio trabajo que en cada caso se realice, que tiene que ser un trabajo artístico. Dicho de otra forma, la declaración legal no contempla a los trabajadores que, en la relación laboral, no desarrollen actividades propiamente artísticas, por muy artistas que, por sus cualidades personales, puedan ser considerados [«piénsese así, por ejemplo, en un “artista” que trabaja... como taquillero»  (8) ], y sí tiene que incluir, en cambio, a quienes realicen un trabajo artístico, aunque carezcan de toda cualificación personal previa de la que, desde otras perspectivas, pueda deducirse tal carácter  (9) .

El ET se está refiriendo, entonces, a «que el sujeto sea artista en el simple sentido de desarrollar una actividad artística»  (10) , por lo que no cualquier trabajo realizado por persona que, al margen del mismo y por otras razones, pueda ser calificada como artista cae dentro del ámbito de la relación laboral contemplada por la norma, sino sólo aquél que es propiamente artístico; y asimismo que, a efectos de dicha Ley, es artista y, en consecuencia, está incluido en el ámbito o concepto de la relación que contempla todo trabajador que realice trabajo artístico en espectáculos públicos, aun cuando éste no requiera o aquél no posea cualificación artística alguna  (11) .

De lo anterior se deduce que el condicionamiento subjetivo es, en realidad, un condicionamiento también objetivo, pues va referido a la concreta actividad o trabajo objeto de la relación, que es el que tiene que ser artístico. Por lo que la verdadera nota que define a dicha relación es la prestación de una actividad artística, atribuyendo la condición de artista a quien la realiza, precisamente por realizarla y únicamente por realizarla. Así lo ponen de manifiesto, por lo demás, la mayoría de las definiciones de artista que, desde esta perspectiva jurídico-laboral, han sido propuestas doctrinalmente: por todas, la que lo describe como el «trabajador que, por cuenta ajena y dentro del ámbito de dirección y organización de una empresa, lleva a cabo, mediante retribución, una actividad artística en espectáculo público»  (12) , con independencia de que sea tautológica y, en realidad, encierre «lo definido en la propia definición»  (13) .

Si para el ET es artista, por tanto, sólo quien realiza una actividad artística, la identidad de ésta se convierte, entonces, en la verdadera cuestión a despejar. Hay que determinar, pues, lo que legalmente se entiende por trabajo o actividad artística.

1.1.2.  Trabajo artístico

Desde luego, el calificativo artístico no puede entenderse aquí en sentido figurado, expresivo del mero refinamiento o esmero en la ejecución de cualquier trabajo o tarea  (14) , ya que el mismo es radicalmente opuesto a la propia individualización que, de este tipo de trabajo, efectúa el ET; en otro caso, todos los trabajadores que, en cualquier tipo de actividad, dominasen su «técnica con especial intensidad podrían ser considerados artistas» y artístico sería, así, todo trabajo que con tal calidad o perfección realizaren  (15) .

De ahí que, en primer lugar, haya que considerar la posibilidad de que, para el ET, trabajo artístico fuera sólo aquel que es propio o perteneciente al arte (16) .

Por esta vía, dada la lógica inexistencia de una definición jurídico- laboral de arte, habría que determinar qué es y qué no es tal, conforme al reconocimiento social o académico del mismo, señalando acaso sus notas características  (17) , para, una vez fijado ese «concepto prejurídico»  (18) , excluir del ámbito de la declaración del art. 2.1 e) ET a todos «aquellos trabajadores que realizan una función no considerada socialmente como artística»  (19) .

Sucede, sin embargo, que a nivel social y académico la noción de arte incluye un conjunto de actividades humanas tan amplio, heterogéneo y falto de consenso [se habla, incluso, del «arte de la guerra»  (20) ] que, por esta vía, cualquier intento de definición jurídico-laboral de la actividad artística, amén de ser «demasiado pretencioso», conduciría, en realidad, al mismo punto original de indeterminación (salvando, acaso, los ejemplos más unánimemente aceptados como pertenecientes a la categoría de artísticos), por lo que (para los demás, ya dudosos o discutidos) «tampoco serviría demasiado ni sería muy operativa a la hora de decidir cuándo se está o no ante este tipo de actividad»  (21) .

Cabe, entonces, en segundo lugar, la posibilidad de buscar un concepto propiamente jurídico de arte recurriendo, dado que el ET no lo contiene, a otras normas legales.

Esta línea ha sido seguida en algún caso por los Tribunales, que, efectivamente, han encontrado una definición de actividad artística (y, por tanto, del artista, que lo es, precisamente, por realizarla) en la Ley de Propiedad Intelectual  (22) . También la doctrina ha explotado esta vía  (23) , para concluir, no obstante, que la misma conduce a «la, en ocasiones, nada fácil tarea de caracterizar una prestación como artística»  (24) .

Pero, sea cual sea su utilidad final, la posibilidad debe ser analizada y, en este empeño, la importación al ámbito laboral del concepto de la LPI choca de entrada con el incontestable dato de que el primer texto de dicha Ley que contempla específicamente a los artistas  (25)  es posterior al ET, por lo que difícilmente éste podría haberse remitido o apoyado en la misma, máxime teniendo en cuenta que los preceptos que ésta dedica a dichos artistas son especialmente novedosos en el Ordenamiento Jurídico español  (26) .

De insistirse, pese a ello, en esta posibilidad, el artista referido por el ET sería, entonces, el que tuviera esa misma condición conforme a la definición que da la LPI. Según ésta, es artista «la persona que represente, cante, lea, recite, interprete o ejecute de cualquier forma una obra»  (27)  [definición a la que se ha de añadir la del Convenio Internacional sobre Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión, de 26 de octubre de 1961, ratificado en 1991 por España  (28) , que asimismo considera artista a «todo actor, cantante, músico, bailarín u otra persona que represente un papel, cante, recite, declame, interprete o ejecute en cualquier forma una obra literaria o artística»  (29) ].

A su tenor, pues, resultan indiscutiblemente artísticas algunas de las actividades que dicha Ley (y el Convenio Internacional sobre Protección de los Artistas) mencionan (así, las de los actores, cantantes, músicos), las cuales encajan con naturalidad en el núcleo más consolidado de toda noción metajurídica de artista.

Pero a la par ha de observarse, sin embargo, la completa subordinación que la definición transcrita mantiene respecto de otro concepto, propio y exclusivo ya de la LPI y categoría central de ésta: la «obra»  (30)  [y, de acuerdo con el Convenio Internacional sobre Protección de los Artistas, no cualquier obra, sino «una obra literaria o artística»]; con la consiguiente limitación de la noción de actividad artística que ello comporta y que, de seguirse este criterio, se proyectaría también sobre el Ordenamiento Laboral, dejando fuera del ámbito de la relación laboral especial, por no ser artísticas, a todas aquellas actividades que no constituyeran ejecución o interpretación de una «obra», conforme al concepto que, de ésta, resulta de la propia LPI, para la que son tales las «creaciones originales literarias, artísticas..., expresadas por cualquier medio o soporte, tangible o intangible, actualmente conocido o que se invente en el futuro...»  (31) .

Dicho de otra manera, que sólo la ejecución o interpretación de obras, conforme a lo que la LPI entiende por tales, constituiría actividad artística a los efectos del art. 2.1 e) ET; y, por añadidura, que de tal carácter tendría inevitablemente que ser considerada también toda actividad que suponga ejecución de una obra, cualquiera que fuera esa actividad, es decir, «cualquier forma» de ejecución de una obra.

Sucede, sin embargo, que la importación al ámbito laboral de la definición de la LPI y, en su virtud, la completa dependencia del carácter artístico de la actividad respecto de la obra, con la consiguiente limitación del concepto de artista que conlleva (la ya indicada exclusión de los trabajos de ejecución de no obras), por un lado, y su ensanchamiento (la inclusión de cualquier tipo de ejecución de una obra), por otro, chocan con otro concepto, éste integrado ya en la propia mención legal de la relación laboral especial y que es al que, en realidad, el ET está subordinando la cualidad de artístico del trabajo que contempla y del que resulta, por tanto, la delimitación jurídico-laboral de éste: el espectáculo público. Se trata, por tanto, no del trabajo artístico, sin más, sino sólo del trabajo artístico «en espectáculos públicos».

1.1.3.  Trabajo artístico «en espectáculos públicos»

Es esta última expresión, utilizada por la normativa laboral desde hace décadas  (32) , la que cobra prioridad, entonces, a efectos de la delimitación del trabajo individualizado por el ET, excluyendo del concepto legal de la relación laboral especial a todas aquellas actividades, aun artísticas en cualquier sentido, que no se realicen «en espectáculos públicos»  (33) .

El ET no se refiere, pues, al trabajo perteneciente al arte (sea en sentido metajurídico, sea en términos LPI, sea en cualesquiera otros), sino sólo al trabajo que, en los espectáculos públicos, es artístico.

Esto obliga a determinar el concepto de espectáculo público, para, a continuación y a partir de él, precisar el de la actividad artística que le sea propia, esto es, lo que en los espectáculos públicos la ley pueda considerar como actividad artística, con la subsiguiente exclusión del ámbito de la relación de todos aquellos trabajos que, desarrollados también en espectáculos públicos, no sean en ellos propiamente artísticos.

En definitiva, la identidad y delimitación conceptual del objeto de la relación laboral especial sólo puede resultar de esta conjunción e interdependencia entre los conceptos de espectáculo público, de un lado, y de actividad artística en él, de otro.

A)  El concepto jurídico-laboral de espectáculo público

Como es natural, el ET tampoco define el espectáculo público, obligando ello a extraer su concepto, en primer lugar, del significado usual del sustantivo espectáculo, esto es, «aquello que se ofrece a la vista o a la contemplación intelectual y es capaz de atraer la atención y mover el ánimo imprimiendo deleite, asombro, dolor u otros afectos más o menos vivos o nobles» en quienes lo contemplen  (34) .

Pero el espectáculo a que se refiere el ET es, en segundo lugar, público, calificativo que no tiene mucho sentido si de lo que con él se tratase fuera, simplemente, de designar al sujeto que contempla, esto es, un conjunto indeterminado de personas que, con el propósito de contemplar el espectáculo o, incluso, sin él, concurren o pueden concurrir o acceder al lugar de contemplación, o disponen o pueden disponer del medio técnico adecuado para la misma. Y es que, desde esta perspectiva subjetiva, todo espectáculo es, por definición, público, contemplable por personas, sobre cuya atención y ánimo actúa.

Por tanto, con dicho adjetivo el ET está, en realidad, discriminando, seleccionando y afectando sólo a unos espectáculos específicos, cuales son los creados para el público, introduciendo así un matiz finalista que apunta a su génesis, esto es, a la propia producción del espectáculo: el espectáculo público es el que se crea o realiza precisa y específicamente para que sea contemplado por el público, con la finalidad inmediata de ofertarlo y exhibirlo a la contemplación de éste. De manera que con la mención a los «espectáculos públicos» la ley está describiendo, en realidad, un concreto sector o ámbito productivo, delimitado en torno a esa finalidad básica e inmediata, y al que pertenecen, pues, todos los trabajos de realización o producción de espectáculos  (35) .

Con la expresión en cuestión quedan excluidos del ámbito de la declaración legal todos los trabajos no realizados específicamente para la creación con ellos de un espectáculo, aunque puedan ser contemplados también por el público y atraer asimismo su atención e, incluso, aunque puedan ser ofertados (simplemente ofertados, merced a las posibilidades que abren los actuales medios técnicos, pero no realizados para ello) a la contemplación del público. Piénsese, por ejemplo, en las tareas de rescate en catástrofes y accidentes, actuaciones policiales, etc., sobre las que en la actualidad descansan numerosos programas televisivos: sin duda, puede hablarse de ellos como espectáculos, pero no son espectáculos públicos.

B)  La actividad artística en este sector productivo

Afectando sólo a los espectáculos públicos, la declaración del art. 2.1 e) ET se contrae a los «artistas» intervinientes en ellos, lo que asimismo excluye del concepto de la relación laboral especial a todos aquellos trabajos que, aun realizados y pertenecientes también a dicho ámbito productivo, no sean, en él, propiamente artísticos. De manera que lo que hay que determinar ahora es qué trabajos merecen tal calificativo, siendo así que éste sólo se puede derivar naturalmente de las cualidades específicas que tengan dichos trabajos (y no tanto las personas de los trabajadores) en relación con el propio espectáculo público, en el sentido de conformarlo o constituirlo.

Por tanto, será artística en espectáculo público aquella actividad cuya propia ejecución y desarrollo sea, precisamente, lo ofertado a la contemplación del público, para atraer la atención de éste y mover su ánimo, en el sentido que sea.

La actividad artística «en» espectáculo público es, pues, la que se realiza, precisa y específicamente, para ser ofrecida ella misma, en y durante su misma ejecución, a la contemplación por el público, siendo objeto de ésta y constituyendo o conformando esa ejecución, esa actividad, el espectáculo en sí, en todo o en parte. De manera que «al término artístico ha de dársele el más amplio de los sentidos y tener por tal lo que sociológicamente pueda dar lugar a un espectáculo. Lo decisivo para calificar una actividad de artística, más que el hecho de que en sí pueda merecer tal calificación» desde cualquier otro punto de vista, es, pues, la propia «espectacularidad del desarrollo de la actividad»  (36) .

En este sentido, el ET no hace sino eco, en realidad, de la delimitación conceptual que, de la actividad en cuestión, ya venía estableciendo la normativa laboral precedente. Es el caso de la derogada OM 31 de diciembre de 1945, que definía al personal artístico  (37)  como el «adscrito a la empresa explotadora del espectáculo y que con su actividad constituye el mismo»; y, análogamente, la también derogada OM de 29 de abril de 1950, por la que se aprobó la Reglamentación de Locales de Espectáculos y Deportes, que igualmente se refería al trabajo determinante de la condición de «personal artístico» como aquel cuya propia realización «constituye el espectáculo en sí mismo»  (38) .

Es éste, pues, el significado del término artista que utiliza el ET y que, desde luego, también encuentra hueco en el Diccionario, en el que en una de sus acepciones es, precisamente, la «persona que actúa profesionalmente en un espectáculo teatral, cinematográfico, circense, etc., interpretando ante el público»  (39) , aunque así puedan escaparse, no obstante, algunos matices  (40) .

C)  Circunstancias irrelevantes

Dada esta delimitación por el ET del trabajo artístico en espectáculos públicos, resulta irrelevante, en primer lugar, que la actividad esté o no reconocida como artística a escala social o académico: en términos jurídico-laborales tiene ese carácter la actividad que «se desarrolla como “espectáculo” y que como tal se dirige al público»  (41) , en cualquiera de las múltiples y variadas modalidades, unas reconocidas a esos niveles, otras por reconocer.

Por tanto, deben considerarse incluidas en el ámbito de la relación laboral especial cuando se desarrollan en espectáculo público [cualquiera que sea el género o modalidad de éste: «teatral, cinematográfico, circense, etc.»  (42) ] las actuaciones o interpretaciones de los actores, payasos, bailarines, bailaores, cantantes, músicos, ilusionistas, humoristas, etc.  (43) , así como otras menos espectaculares [como la de los presentadores de programas de variedades (44) ] o, incluso, las que pueden pasar casi desapercibidas para público, pero igualmente constitutivas de espectáculo [así, la actuación de los especialistas para sustituir en situaciones de riesgo o la de los actores de doblaje (45) ], la mayoría de las cuales (las de los músicos, actores,...) son pacíficamente reconocidas como artísticas en sentido social. Pero también están incluidas otras actividades respecto de las que resulta más difícil decir que, social o académicamente, tengan reconocido tal carácter, «pero que realmente conforman un espectáculo. Por eso ciertas actividades, como las taurinas, la lucha libre... no se pone en duda que sean artísticas en el sentido jurídico expuesto»  (46) . E igual debe decirse, por las mismas razones, de otras de más reciente aparición, como, por ejemplo, la figuración de personajes con fama o popularidad en locales de fiestas y celebraciones  (47) .

Están comprendidas, incluso, las actividades que pueden llegar a provocar un rechazo potencial de parte del público a causa, por ejemplo, de «la carga de frivolidad que conllevan», como la actividad de strip-tease (48) ; o las que se mezclan incluso con el público, como la animación en sala de fiestas  (49)  o de baile  (50) .

En definitiva, son artistas para el ET las «personas que son y hacen el espectáculo»  (51) , ofreciendo y exhibiendo la propia ejecución de su hacer y, generalmente, su misma persona (su voz y/o su imagen trabajando) a la contemplación del público para que sea objeto de ella, para y como espectáculo, sin que sea necesario —ni, quizás, posible— una relación exhaustiva de actividades de tal carácter, del que participan todas las encaminadas de esa forma «a la creación y conformación de un espectáculo»  (52) , cualquiera que sea aquello en lo que consista el respectivo hacer.

Por eso, hasta puede ocurrir que una similar actividad, incluso dentro ya del sector en cuestión, sea en unos casos artística en él y en otros no, según que se realice o no para su propia exhibición y contemplación, conformando espectáculo, o no: así, la actividad de los disc-jockeys que, en la actualidad, muchas veces se realiza preponderantemente para propia exhibición y contemplación como una parte más, incluso protagonista, de un espectáculo  (53) . Su calificación jurídico-laboral, por tanto, tiene que tomar en consideración este dato y, en tales casos, será el discjockey artista en espectáculo público, pero no necesariamente en los demás, esto es, si su cometido se limita al de «montador de discos» tradicional  (54) .

Por el contrario, una vez adoptada esta línea de razonamiento, deben considerarse excluidos (del ámbito de la relación laboral especial legalmente delimitada y, por tanto, del concepto jurídicolaboral de artista) los trabajos, incluso pertenecientes al sector de los espectáculos públicos, cuya propia ejecución y desarrollo no sea lo ofrecido a la contemplación, sino sólo la obra que sea su resultado final: un decorado (decorador), una fotografía (fotógrafo), etc. Para el ET, estos trabajadores no son «artistas», aunque lo sean en cualquier otro sentido; y menos lo son, por lo mismo, quienes realizan ese mismo tipo de actividad creativa fuera ya del sector, como, por ejemplo, un escultor, pese al indudable carácter artístico, en sentido social o académico, de su trabajo  (55) .

En sentido laboral, tampoco son artistas los autores de las obras interpretadas (por los propiamente artistas) en el espectáculo de que se trate, es decir, los guionistas, los compositores musicales (56) , etc. Y no porque a otros efectos, en particular, a los de la LPI, sean jurídicamente tales (es decir, autores y no «artistas»), sino por no ser su actividad, durante su propia ejecución y desarrollo, lo que se ofrece a la contemplación, pese a que dicha actividad sea encuadrable en el mismo sector de los espectáculos públicos y esencial en él.

En la misma situación (excluidos de concepto jurídico-laboral de artista) y por la misma razón (por no ser su cometido laboral ofrecido, en fase de ejecución, a la contemplación del público), debe considerarse que están (y al margen de que también lo estén, o no, del concepto de artista ex LPI) los directores de espectáculos públicos  (57) , en sus múltiples variantes y denominaciones respectivas, según la modalidad de actividad artística que dirijan: así, el denominado «director artístico de orquesta»  (58) , el director-realizador de películas (59) , el director de escena (60) , el director de doblaje (61) , el director coreográfico (62) , el director artístico (63) , etc., la ejecución de cuya respectiva actividad no se da en sí a la contemplación  (64) .

No obsta a la exclusión conceptual de todos estos trabajos su absoluta necesariedad para la existencia misma del espectáculo, ni el que accidentalmente su misma ejecución pueda ser vista también por el público, salvo que esa contemplación sea estructural y no accidental, como ocurre, en cambio, con el director de orquesta que, por ello, sí debe considerarse artista en espectáculo público  (65) , dado que el desarrollo de su propia actividad  (66)  forma parte de lo ofrecido a la contemplación del público y conforma e integra el espectáculo musical en sí  (67) .

Con todo, la relación jurídica en la que, en su caso, se enmarquen todos esos trabajos no artísticos de dirección del espectáculo, puede ser, no obstante, laboral también  (68)  [o no laboral, si no concurren los presupuestos del art. 1.1 ET  (69) ] y, en este caso, común o, incluso, especial, pero no la especial de los artistas en espectáculos públicos, sino de alta dirección  (70) .

Otra circunstancia irrelevante en términos jurídico-laborales es, en segundo lugar, que la actividad constituya interpretación o ejecución de una «obra» (o de una no obra), y mucho menos, que la obra sea o no «literaria o artística», según el concepto que, de ésta, da la LPI. Para el ET son «artistas en espectáculos públicos», por ejemplo, los toreros [reconocidos como trabajadores, desde hace décadas, por la jurisprudencia  (71) ], así como los extras o figurantes de películas, teatro, parques temáticos (72) , etc., los artistas de circo (domadores, malabaristas...), comparsas, marionetas, etc., sujetos todos excluidos del ámbito de la LPI en tanto que su actividad no constituye ejecución o interpretación de obra alguna. Así, por ejemplo, el «motorista que realiza acrobacia en el circo» generalmente «no ejecuta ninguna obra que pueda ser considerada» tal conforme a la LPI, siendo así que el plan más o menos indeterminado que el mismo pueda seguir en el desarrollo de su actividad «carece de los elementos que lo puedan hacer acreedor del concepto de obra desde el punto de vista de la propiedad intelectual»  (73) .

Por el contrario, no serán artísticas ex ET las actividades que, aunque lo sean para la LPI (por descansar en una obra de la que, de una forma u otra, de «cualquier forma», constituyan su interpretación o ejecución), no se realicen para su exhibición al público, no como espectáculo. Es el caso, por ejemplo, de las «clases de música» por los integrantes de una banda  (74) .

Finalmente, es irrelevante para el concepto legal de artista «en espectáculos públicos», porque el ET no exige ninguna de estas circunstancias, la eventual profesionalidad (entendida como habitual dedicación) del mismo, su capacidad o cualificación  (75) , la calidad de la ejecución de la actividad y, por supuesto, el grado de aceptación del público, pudiendo ocurrir, incluso, que el afecto o efecto provocado resulte ser el contrario al mediatamente pretendido o al que se le suponga propio  (76) , sin perjuicio de otros efectos que, en el orden administrativo o, incluso, sobre la propia relación laboral, puedan desencadenar tales circunstancias.

D)  El problema de los fines de la actividad

En este punto, la noción legal del trabajo artístico en espectáculo público plantea, sin embargo, una importantísima cuestión, a saber, si dicho trabajo gravita conceptualmente en torno al entretenimiento, el deleite, la diversión o la recreación del público, como es propio y consustancial de la mayoría de las actividades artísticas (las de humoristas, músicos,...), o si por el contrario permite incluir otros fines (culturales, comerciales, instructivos) de la actividad que se ofrezca a la contemplación; posibilidad ésta que, en realidad, sólo se abre para muy concretas actividades (las de actores, actores de doblaje, presentadores de televisión,...) y generalmente cuando éstas se dan a la exhibición y contemplación del público a través de medios técnicos, en especial, mediante grabación.

La normativa laboral precedente parece abonar decididamente la primera respuesta: la Ley de Contrato de Trabajo de 26 de enero de 1944  (77) , regulando la intervención artística de los niños en espectáculos, aludía a la misma como la dirigida «precisamente a solaz del público...».

En este mismo entendimiento, aunque sólo para el orden administrativo, se mueve el vigente el Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos, aprobado por RD 2816/1982, de 27 de agosto, que define a los artistas [aunque con referencia a los espectáculos en directo, que son los comprendidos en su ámbito de aplicación  (78) ] como las «personas que con su actuación proporcionan diversión, esparcimiento o recreo al público asistente»  (79) .

Asimismo, hay doctrina que apunta en esta dirección  (80)  y también lo han hecho los Tribunales, negando la condición de artista en espectáculo público al actor interviniente en una producción audiovisual por razón de que ésta tenía «carácter industrial» y estaba destinada a «uso interno» de la empresa que la encargó a la productora, aunque fuera exhibida, incluso, en ferias del sector  (81) ; en otros casos, han negado la condición de artista en base a que la finalidad de la actividad era de simple información, excluyendo así a ciertos locutores de radio y televisión, en pantalla o mediante voz en off, porque se limitan «a poner en conocimiento del espectador los avances de la programación, las modificaciones que hayan podido surgir, reajustes horarios, etc.»  (82) .

Es difícil, sin embargo, compartir este posicionamiento.

En primer lugar, porque no se debe confundir la finalidad de la actividad laboral, con las que pueda tener el producto (v. gr., la grabación) al que aquélla eventualmente se incorpore; producto que permite anudar fines muy diversos, incluso puede que hasta desconocidos para el actor cuando actúa (formativos, comerciales, etc.), respecto de los que no se ve por qué, con qué criterio ni con qué sentido pueden anteponerse para desproveerlo de la condición de artista.

Por tanto, es la finalidad de la actividad en sí la que puede tener relevancia a tal efecto. Y, para ser artística, tampoco parece que deba apuntar por necesidad al entretenimiento o deleite del público, pues esto sería como elevar a género lo que es propio de algunas (aunque sean las más) de sus especies. Lo definitorio es, entonces, que la actividad se realice precisamente para su exhibición y contemplación por el público (el que sea), para atraer su atención y mover su ánimo, en un sentido o en otro, en cualquier dirección.

No serán artísticas en espectáculo público, por tanto, las actividades cuya finalidad sea otra, aunque se den también a su contemplación por el público e, incluso, sean objeto de ofrecimiento a éste, pero siendo esta circunstancia meramente accesoria, accidental o instrumental respecto de la verdadera finalidad perseguida: por ejemplo, la venta o degustación de un producto por dependiente ataviado con el traje típico del lugar, una conferencia, incluso grabada, una clase, etc.

Por tanto, al referirse a los «artistas en espectáculos públicos» lo que el ET pretende es separar las actividades constitutivas y pertenecientes a este sector productivo «de las que de antemano están destinadas a otra finalidad», por ejemplo, docente  (83) , salvándose así los supuestos en que un mismo hacer, incluso artístico en cualquier sentido (por ejemplo, una interpretación musical), pueda prestarse, e incluso por la misma persona, con distinta finalidad básica, no permitiendo hablar en unos casos de artista en espectáculo público (esa interpretación como enseñanza en un conservatorio), pero sí, necesariamente, en otros [concierto en un auditorio; música de fondo para un audiovisual (aun de «carácter industrial», ¿o acaso habría que negarle también a este músico la calificación de artista?)].

Hay que prevenir, no obstante, de la confusión a que puede conducir, en algunos casos, la denominación que las partes o el convenio colectivo den a la actividad objeto de contrato. Y, así, entra en concepto de artista en espectáculo público, pese a su denominación, un «Profesor de Oboe» contratado para la «realización de conciertos» con una orquesta sinfónica  (84) .

Con todo habrá siempre supuestos que se presten a la duda más que otros: por ejemplo, la actividad de locución en un audiovisual integrante de un curso de idiomas. Pero atendiendo a la finalidad de la actividad puede resolverse satisfactoria, razonable y coherentemente la cuestión: si es el propio profesor de idiomas quien pone su voz en el audiovisual, la finalidad primaria de esta actividad será docente, constituyendo la grabación y oferta de la misma al público un mero instrumento respecto de aquélla; pero si se recurre a un actor de doblaje o a un locutor de radio o televisión para que ponga su voz en la grabación, él no enseña el idioma, sino que sólo ofrece esa su actividad al público destinatario del producto.

Sólo con este criterio [y no, pues, con el argumento de que no se trataba de una actividad para «ofrecerla al público como entretenimiento»  (85) , ni con el de que no constituía «representación de una creación artística»  (86) ], pueden compartirse algunas otras exclusiones que, de la condición de artista en espectáculo público, han efectuado también los Tribunales: así, respecto de «un meteorólogo presentador, dentro de los servicios informativos» de televisión, porque siendo él quien «redactaba la información y la presentaba», esta actividad tiene el fin primero «de desarrollar, elaborar y presentar unos conocimientos determinados, ofreciéndolos como información, dentro de un servicio ajeno, sin duda, al concepto de espectáculo. La intervención del trabajador ante las cámaras no desvirtúa lo hasta ahora dicho, pues tampoco podría ser considerado artista en espectáculo público cualquier conferenciante que ofrece el resultado de sus estudios a un auditorio público»  (87) ; e igual respecto del «presentador» de televisión cuando, aun debiendo «reunir ciertas dotes relativas a la voz, expresión, buena imagen o similares», participa «en la elaboración de las noticias e informaciones formando parte del equipo de redacción», pero no, tampoco, porque se trate de una actividad de «transmisión de informaciones basadas en datos de la realidad»  (88)  [la mera transmisión también podría realizarla un simple locutor y sería artista en espectáculo público], sino porque dicha actividad pertenece al «campo de las ciencias de la información»  (89)  y, por tanto, antes que nada, descansa en el tratamiento científico de ésta.

Si, aun a pesar de estas razones, se insiste en atribuir relevancia excluyente a determinados fines de la grabación (la cual, si «de carácter industrial», también es primariamente realizada para su exhibición y contemplación por el público, cualquiera que sea éste), ¿por qué no atribuirla igualmente cuando esos fines, no siendo tampoco el mero entretenimiento del público, son otros: por ejemplo, publicitarios? Por semejante vía, tampoco serían artistas en espectáculos públicos, entonces, los actores protagonistas de los spots publicitarios de televisión, ni los músicos que los ambientan, ni los actores de doblaje cuyo concurso resulte preciso, ni los especialistas de riesgo que intervengan en algunas de sus escenas.

De aquí que no sea preciso determinar y valorar los objetivos últimos del producto que se ofrezca a la contemplación, sino sólo si ésta es o no, efectivamente, la finalidad inmediata de la actividad.

De acuerdo con esto, la de los modelos de publicidad y de modas debe ser considerada artística en espectáculo público  (90) . E igual la de los modelos de Bellas Artes que posan para los estudiantes, su público  (91)  [pues esta actividad no es docente (aunque se inserte en una metodología así calificable), sino de mera exhibición]. Y, por supuesto, son artistas los actores, músicos, etc., de los spots televisivos. Y los actores de doblaje al servicio, por lo general, de productoras que ponen voz en las grabaciones encargadas por terceras empresas (de ascensores, de transporte metropolitano, etc.) para incorporarlas a otros productos (anunciando las alturas, paradas o estaciones); de hecho, son estos mismos actores los que, al servicio de esas mismas empresas, ponen voz también a otras grabaciones (las películas de cine, los documentales de televisión) respecto de las cuales no se discute su calificación de artísticas en espectáculo público.

La finalidad inmediata de todas estas actividades es el ofrecerlas a su contemplación por el público, sin perjuicio de que a su través se persigan otros fines derivados, indirectos (la venta del producto anunciado), respecto de los que el trabajo del artista (que no es, pues, quien materialmente vende el producto) puede servir de publicidad, de reclamo  (92) , etc.

E)  La exclusión de los trabajos no artísticos en espectáculos públicos

La declaración del art. 2.1 e) ET no abarca, pues, a todo el sector de los espectáculos públicos, quedando también excluidas de su ámbito, por no ser artísticas en él, las actividades ya referidas (las autorales y las de dirección), así como cualesquiera otras asimismo realizadas en dichos espectáculos públicos, pero instrumentales, circundantes o accesorias respecto de las propiamente constitutivas de éstos: trabajos de maquillaje, taquilla, cámaras, iluminación, vigilancia, administrativos, etc., incluso los muy estrechamente relacionados con los artísticos, como el de «lector de partituras» que asesora «a los realizadores en el lenguaje musical»  (93) .

Para el ET, aunque explícitamente no lo diga, no son sujetos de la relación laboral especial, por tanto, atendida la actividad objeto de la suya, las demás personas necesarias «para que el espectáculo funcione», a las cuales «no se les considera artistas, sino trabajadores ordinarios por cuenta ajena»  (94) .

1.2.  Trabajo artístico versus actividad laboral de los deportistas profesionales

Hay, sin embargo, una concreta actividad laboral asimismo excluida del ámbito de la relación de los artistas pese a ser, a diferencia de las anteriores, constitutiva de y en espectáculo público: la actividad deportiva profesional. En este sentido, el art. 2.1 d) ET declara que es también una relación laboral especial, pero distinta, «la de los deportistas profesionales».

Aunque el deporte, entendido como diversión o entretenimiento del propio sujeto que lo practica, no tendría por qué confundirse con el trabajo de los artistas en espectáculos públicos, la referencia legal al carácter profesional de aquél  (95)  supone la inequívoca identificación de una actividad remunerada cuyo ejercicio es, en los tiempos actuales, igualmente constitutiva de y en espectáculo público. Como señala la doctrina, «artistas y deportistas, sí tienen relación entre sí, y son manifestaciones ambas del mundo del espectáculo»  (96) , teniendo incluso antecedentes normativos comunes  (97) .

Pero con los escuetos términos del ET es, sin embargo, tremendamente aventurado, por no decir imposible, trazar la línea divisoria entre la actividad artística en espectáculos públicos y la deportiva profesional, lo que inevitablemente remite la cuestión a la normativa reglamentaria que, como se verá, debe disciplinar las respectivas relaciones laborales especiales.

2.  El carácter laboral de la relación

2.1.  Antecedentes

La declaración del art. 2.1 e) ET en cuanto al carácter laboral de la relación de trabajo de los artistas en espectáculos públicos constituye el último episodio de una «historia normativa y jurisprudencial muy accidentada»  (98) , de la que la doctrina «se ha ocupado con detenimiento y profundidad poco usuales»  (99) .

Prácticamente, es unánime la consideración de que a nivel normativo el reconocimiento de tal carácter, en general, se remonta a «la Ley de 30 de enero de 1900, y sigue por el Código de 1926, la Ley de Contrato de Trabajo de 1931, ciertas Bases de Trabajo de los Jurados Mixtos y la Ley de Contrato de Trabajo de 1944»  (100) .

En efecto, la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900 ya «resultó aplicable a ciertos actores teatrales, reconocidos como trabajadores en un concepto amplio del término»  (101) , línea que continuaron tanto la Ley de Accidentes de Trabajo de 10 de enero de 1922, que incluía una referencia expresa a cierto «personal artístico» [no así el Código de Trabajo de 23 de agosto de 1926  (102) ], y el Real Decreto Ley de 26 de noviembre de 1926, de Organización Corporativa Nacional, con mención expresa a los «espectáculos públicos».

El reconocimiento de la condición de trabajadores de los artistas se mantuvo en la Ley de Contrato de Trabajo de 21 de noviembre de 1931 (que lo predicaba de los llamados «trabajadores intelectuales» y «cualesquiera otros semejantes») y, más abiertamente, en las Bases de Trabajo para los «matadores de toros»  (103) , «actores de teatro»  (104) , «profesores de orquesta»  (105) , «coristas»  (106)  y «pianistas»  (107) , si bien con exclusión, en algunos casos, de las denominadas primeras figuras (108) .

La Ley de Contrato de Trabajo de 1944 no haría expresa mención ya, sin embargo, a la actividad profesional de los artistas, deduciéndose su condición de trabajadores, no obstante, de las Reglamentaciones de Trabajo y Ordenanzas Laborales vigentes en la época  (109) , fundamentalmente, de las del Espectáculo Taurino  (110) , Teatro, Circo, Variedades y Folklore  (111) , Industria Cinematográfica  (112)  y Profesionales de la Música  (113) , en cuyo ámbito respectivo quedaban incluidos los artistas de cada una de esas modalidades de actividad en el sector de los espectáculos públicos  (114) .

En paralelo a este discurrir normativo  (115) , la jurisprudencia fue confirmando aluvionalmente la condición de trabajadores de distintos tipos de artistas  (116) , e igual la doctrina de la época, que tempranamente vio que «entre artista y empresario se desarrolla un verdadero... contrato de trabajo, quedando aquél sometido a las órdenes del empresario en una relación de empleado a patrono»  (117) .

No obstante, determinadas modalidades y categorías de trabajo artístico han sufrido a lo largo de la historia una serie de sucesivas afirmaciones y negaciones de su laboralidad, tanto a nivel normativo (partiendo de las citadas Bases de Trabajo de la República y siguiendo por las Reglamentaciones de Trabajo de la posguerra), como jurisprudencial  (118) .

Esto sucedió, básicamente, con «los actores que figuran en el reparto de una película» y con «los artistas que constituyen cabecera de cartel... de teatro, circo y variedades»  (119) , todos los cuales  (120)  fueron normativamente reconducidos a la laboralidad con anterioridad a la Ley 16/1976, de 8 de abril, de Relaciones Laborales, cuyo art. 3.1 j) constituye el precedente inmediato del actual art. 2.1 e) ET  (121) . Éste constituye, por tanto, el último eslabón normativo de tan particular evolución histórica, con el que se ha consolidado el mayoritario parecer de que, atendido su objeto, la relación de servicios de los artistas en espectáculos públicos es una auténtica relación laboral; y supone la culminación y el refrendo jurídico-positivo actual, pues, de que la actividad artística en espectáculos públicos puede ser objeto de contrato de trabajo y que el sujeto que la realiza es, entonces, un trabajador.

2.2.  Presupuestos

Este reconocimiento legal del carácter laboral de la relación de trabajo artístico en espectáculos públicos descansa, en realidad, en una implícita remisión al art. 1 ET, quedando aquél condicionado por las exigencias de éste.

Se trata de una remisión, en primer lugar, a su apartado 1 que, con carácter general, especifica cuáles son las notas o presupuestos que determinan la laboralidad (o no, en caso de defecto de alguno) de una relación jurídica, con independencia del tipo de actividad laboral comprometida. De forma que el contrato por el que una persona se obligue frente a otra a la prestación de trabajos artísticos en espectáculos públicos no es que sea laboral por definición, sino que puede serlo  (122) , carácter que sólo tendrá cuando dichos trabajos constituyan su objeto y sean los mismos prestados personal y «voluntariamente..., retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de (esa) otra persona, física o jurídica, denominada empleador o empresario».

El art. 2.1 e) ET no dice, pues, ni mucho menos, que dichas notas o presupuestos estén presentes por fuerza en toda relación jurídica que tenga por objeto (o incluya en éste a) una actividad artística en espectáculo público, por lo que el mero hecho de realizarse este tipo de trabajo «no significa sin más, la presencia de una relación laboral... por cuanto habrán de analizarse las circunstancias tanto subjetivas como objetivas para determinar si estamos ante esa relación o no»  (123) .

Por tanto, la laboralidad de la relación jurídica de los artistas en espectáculos públicos resulta, por causa (igual que cuando de otro tipo de trabajadores se trata), de cuál sea la prestación comprometida, que tiene que ser trabajo, y del necesario carácter personal, voluntario, por cuenta ajena, subordinado y retribuido de éste  (124) .

De esta forma, quedará excluida dicha calificación en los supuestos en que el trabajo artístico no sea la prestación o la única prestación comprometida o cuando, siéndolo, pueda ser realizado por quien su deudor decida, así como cuando la fuente de su obligatoriedad no sea el contrato  (125) , cuando no se realice a cambio de retribución  (126)  y, especialmente, cuando haya defecto de ajenidad o de subordinación, esto es, cuando se trate de «artistas autónomos o empresarios de sí mismos»  (127) . En todos estos casos, la actividad artística en espectáculos públicos que pueda realizarse deberá ser remitida al contrato civil de ejecución de obra  (128) , arrendamiento de servicios o al que, en su caso, corresponda, pero no se tratará de un contrato de trabajo.

2.3.  La irrelevancia de la identidad y circunstancias propias del trabajo artístico para la laboralidad del vínculo

Dado lo anterior, se plantea la cuestión de cuál sea, entonces, el significado específico del art. 2.1 e) ET en lo que se refiere a la laboralidad de la relación de los artistas que declara, pues lo mismo (que debe tratarse de trabajo retribuido, por cuenta ajena, etc.) ya lo expresa, con carácter general, el propio art. 1.1 ET.

Y, en este sentido, parece evidente que de lo que se trata con aquél es de declarar, de un lado, que la actividad artística en espectáculos públicos es susceptible de contrato de trabajo, que la identidad de dicha actividad no es impedimento para que la misma pueda desarrollarse en el marco de un contrato de trabajo y ser, pues, objeto de éste. Y, de otro lado, que las características y circunstancias que, en la práctica, son propias o consustanciales de tal actividad, o habituales en ella, no niegan ni entran en contradicción ab initio con las notas o presupuestos determinantes de la calificación como laboral de esta relación. Es decir, que la ajenidad, subordinación, etc., no están excluidas por razón de la identidad, características y circunstancias propias del trabajo artístico en espectáculos públicos.

Algunas de esas características y circunstancias (que han sido objeto de atención a lo largo del último siglo por la doctrina y la jurisprudencia) son insegregables de la propia delimitación legal de la actividad; otras tienen, en cambio, un carácter más accidental o accesorio. Así, por ejemplo, no se verá cuestionada la laboralidad de la relación  (129) :


	
a) Desde el punto de vista de su objeto, por la modalidad de actividad artística de que se trate [cine, teatro, toros  (130) , etc.] ni, sobre todo, por la forma en la que la misma sea exhibida al público, según las distintas posibilidades que ofrecen los medios técnicos existentes en la actualidad (directamente ante el público, mediante radiodifusión, grabación, etc.). Se salva, así, en especial, la posibilidad de considerar que cuando se conviene una determinada actividad artística para grabación (y posterior difusión), el verdadero objeto del contrato no sea aquélla, sino ésta (en cuyo caso dicho contrato no sería de trabajo, sino de obra). Esta posibilidad ha sido rotundamente descartada por la jurisprudencia, de forma que la paradigmática relación entre actores de cine y productora  (131)  o entre compañía discográfica y cantante  (132)  es, por su objeto, laboral, salvo defecto de los presupuestos de los que resulta tal carácter  (133) . El contrato, pues, no tiene por objeto la grabación, sino el trabajo conducente a ella. 



	
b) No impide el carácter laboral del contrato la importancia, cualificación, categoría o reconocimiento profesional del trabajador, que es compatible con la ajenidad y subordinación, de forma que, en principio, tan trabajador puede ser el mero figurante en una película cinematográfica como el actor principal de la misma y, en este último caso, con independencia del reflejo que su importancia, y, acaso, absoluta necesariedad para el espectáculo, tenga en la cuantía de la retribución  (134) . Pese a todo, la laboralidad de la relación jurídica de los artistas principales o primeras figuras sigue suscitando dudas a nivel doctrinal, si bien ya más minoritariamente. Se ha dicho, así, que estos artistas «se contratan con absoluta desconexión de los demás, resultando, en consecuencia, extraños a la organización laboral del espectáculo»  (135) ; o que la «esencialidad del papel desempeñado» por tales figuras («razón de ser del espectáculo») hace dudar de la concurrencia de la «dependencia y ajenidad» y, por tanto, de la posibilidad «de llevar a cabo la prestación de la actividad artística en el marco de un contrato de trabajo»  (136) . 



	
c) Tampoco deja de ser laboral la relación por la continuidad o no de la actuación artística contratada ni por la duración de ésta, circunstancias que son igualmente compatibles con la ajenidad y la subordinación del artista. El contrato es de trabajo, pues, tanto cuando tenga por objeto una única actuación aislada [gala o bolo, en la terminología del sector  (137) ], que es circunstancia frecuente y normal  (138) , como cuando se extienda a una sucesión de ellas o a un período prolongado o indefinido de tiempo. En otros términos, que la mayor o menor duración de la actuación o del propio contrato no es relevante para la calificación de éste como de trabajo, ya que aunque sea brevísima, la relación sigue siendo laboral sin desnaturalizarse  (139) . De todas formas, esta calificación de la relación circunscrita a una única actuación o gala también ha sido doctrinalmente puesta en duda, advirtiéndose la posible falta de «una verdadera dependencia jurídica cuando el trabajo se limita a una sola prestación ejecutada in actu»  (140) . Pero otros autores  (141)  y los Tribunales  (142)  [si bien hay excepciones  (143) ] han concluido que la laboralidad de la relación no se ve contrariada por la naturaleza esporádica de los servicios que constituyan su objeto ni por la breve o aislada duración con que en cada ocasión se presten. 



	
d) Asimismo, no niega el carácter laboral de la relación la posible intervención en el contrato de terceras personas, singularmente la muy frecuente de un agente o representante artístico que lo celebra (con el empresario) en nombre de su artista representado  (144) . La inoperancia de esta circunstancia a efectos de la calificación del contrato está condicionada, desde luego, a que la actividad del representante se haya limitado «a la de simple mediador, actuando en representación y defensa de los intereses del artista a la hora básicamente de la formalización del vínculo contractual entre éste y el empresario», no obstando al respecto que pueda percibir las correspondientes retribuciones en nombre del artista  (145) . 



	
e) Es también indiferente para la laboralidad del vínculo que la actividad artística en espectáculo público sea desarrollada de manera individual o colectiva, particularmente a través del contrato de trabajo de grupo, muy frecuente en este sector productivo  (146) . 

	
f) Tampoco deja de ser laboral el contrato por la falta de exclusividad del artista para con un sólo empresario, pues aunque dicha exclusividad constituya un significativo indicio de la subordinación  (147) , su falta no cuestiona la concurrencia de este presupuesto  (148) , por lo que la misma «en modo alguno puede configurarse como un elemento esencial» que identifique la relación «o de cuya existencia se haga depender su caracterización jurídica»  (149) . No obstante, algunos pronunciamientos judiciales se han apoyado en la no exclusividad del artista para negar el carácter laboral de su prestación de servicios, si bien con acompañamiento siempre de otros motivos  (150) . 



2.4.  Efecto de la declaración legal

La declaración legal del carácter laboral por causa (esto es, por tratarse de trabajo por cuenta ajena, subordinado, retribuido...) de una relación jurídica sólo tiene sentido, obviamente, a efectos del sometimiento de la misma a un determinado régimen jurídico, que es, en principio, el contenido en el propio ET  (151) . Sin embargo, esta laboralidad por efecto viene expresamente excluida por el apartado 3 del art. 1 ET para determinadas relaciones que también tienen una prestación de trabajo (asalariado, subordinado...) como objeto, de manera que la remisión del art. 2.1 e) ET se extiende, en segundo lugar, a dicho apartado 3, en especial a su letra a).

En efecto, el sometimiento al régimen jurídico contenido en el ET es expresamente excluido por éste cuando, aun concurriendo voluntariedad, ajenidad, retribución y subordinación, se trate de una «relación de servicio (en este caso, artístico en espectáculo público) de los funcionarios públicos... así como la del personal al servicio del Estado, las Corporaciones locales y las entidades públicas autónomas, cuando, al amparo de una Ley, dicha relación se regule por normas administrativas o estatutarias».

De manera que no es laboral, por tanto, la relación del artista en espectáculos públicos cuando el mismo actúe con la condición de funcionario público o bajo la modalidad de «contratación administrativa con exclusión de la laboral, al amparo de una normativa con rango de Ley que la autorice y con sometimiento (de la relación) a la misma»  (152) .

A esta última posibilidad, que obviamente presupone que el contratante del artista sea una Administración Pública, la doctrina y la jurisprudencia han venido tradicionalmente dándole espacio como si de otro tipo de trabajo se tratara, considerando que al concurrir también los presupuestos de la laboralidad, «sólo el bloque normativo regulador del contrato por decisión de quienes lo conciertan, de acuerdo con las Leyes, es capaz de diferenciar entonces una y otra modalidad contractual»  (153) . Por tanto, pese a la ajenidad, retribución, etc., del trabajo artístico prestado, el sometimiento expreso de las partes al área de la contratación administrativa y la existencia de una normativa legal que lo permita, excluye la laboralidad de la relación en favor de su carácter administrativo. Es decir, que de ampararla una Ley, la naturaleza no laboral de la relación en estos casos «se reduce a un acto de parte»  (154) , si bien advirtiendo que cuando exista la posibilidad pero los contratantes no atribuyan expresamente esa naturaleza administrativa, la relación será entonces laboral, al operar la presunción que, en favor de tal carácter, contiene el art. 8.1 ET  (155) .

Pero sin perjuicio de la posible operatividad de pasado (y, en su caso, de futuro) del art. 1.3 a) ET respecto de la contratación administrativa del trabajo artístico en espectáculo público, ésta no es posible hoy a la vista de la vigente Ley de Contratos de las Administraciones Públicas  (156) , que expresamente excluye dicha vía de contratación para los que tengan por objeto la creación e interpretación artística y los de espectáculos públicos, declarando que los mismos son, en todo caso, contratos privados  (157) .

Esta Ley se hace así eco de la interpretación de que «a los artistas, compañías y grupos que se contratan (por la Administración) no se les encomienda la gestión de servicio público alguno» ni encajan en ninguno de los restantes supuestos de contratación administrativa previstos por dicha Ley, pues es «evidente que las actuaciones musicales y teatrales no aparecen vinculadas al giro o tráfico específico de la Administración contratante ni satisfacen de forma directa o inmediata una finalidad pública de la específica competencia de aquélla, ni existe Ley (entonces) que declare el carácter administrativo de estos contratos»  (158) . Ello sin perjuicio de que los actos preparatorios y los de adjudicación de los mismos sean «actos separables sometidos al Derecho administrativo», rigiéndose «por lo dispuesto en los Capítulos II y III del Título IV, Libro II del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas» y fiscalizables, desde luego, por la Jurisdicción contencioso-administrativa»  (159) .

Por tanto, aun contemplando su hipótesis el art. 1.3 a) ET, actualmente no cabe la contratación en régimen administrativo del trabajo artístico en espectáculos públicos, quedando la relación (si concurren los presupuestos necesarios) sometida al Derecho del Trabajo.

3.  La especialidad de la relación laboral

3.1.  Antecedentes y contexto

Fue —ya se ha dicho— la Ley de Relaciones Laborales la primera disposición normativa que expresamente calificó como especial, entre otras, a la relación laboral de los artistas en espectáculos públicos, pasando el precepto correspondiente, en términos prácticamente idénticos, a la Ley 8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores (y, de ésta, lógicamente, al actual Texto Refundido de la misma).

No obstante, las Reglamentaciones y Ordenanzas Laborales que hasta ese momento venían regulando sectorialmente el trabajo de los artistas ya incluían, aunque sin declaración expresa, «numerosas “especialidades” que marcaban una separación clara con el régimen laboral común»  (160)  e, incluso, de las distintas actividades artísticas entre sí.

Más o menos lo mismo venía sucediendo en otros países europeos, como Francia  (161)  e Italia  (162) , en los que, sin figurar tampoco en un listado legal al modo actual español [que en esto resulta peculiar  (163) ], la actividad artística en espectáculos públicos era —y es— sometida a un régimen jurídico diverso, con significativas particularidades frente al del trabajo común, como —por ejemplo— en materia de duración contractual  (164) , tiempo de trabajo y descansos  (165) , intervención de menores de dieciséis años  (166) , etc.

3.2.  Significado: la regulación específica de la relación

El sentido de la declaración legal del carácter especial de la relación de los artistas sólo puede alcanzarse poniéndola en conexión con el carácter laboral previa y expresamente reconocido a la misma, de manera que si éste trae consigo, en principio y según el art. 1.1 ET, el sometimiento de dicha relación al régimen jurídico contenido en dicha Ley, la especialidad va a comportar, justamente, la remoción de ese régimen por otro singular, especial, establecido ad hoc. Así lo manifiesta el propio ET, cuyo art. 2.2 de forma expresa refiere esa especialidad a «la regulación de dichas relaciones laborales».

La especialidad supone, pues, el sometimiento de determinadas relaciones laborales por causa  (167)  a una regulación propia, a unas normas específicas, distintas de las que el propio ET articula para el grueso de las demás relaciones laborales [las entonces comunes (168) ]. Dicho de otro modo, se trata de «relaciones de trabajo con régimen especial»  (169) .

Con la previsión para cada una de esas relaciones «especiales» de un régimen jurídico particular, es el propio ET, por tanto, el que viene a quebrar la uniformidad normativa que la laboralidad por efecto podría en otro caso suponer; de forma que ésta realmente comporta, en última instancia, el sometimiento de las relaciones laborales por causa a regímenes jurídicos diversos, todos los cuales son igualmente merecedores, entonces, de su consideración como laborales. En definitiva, se trata de una expresa declaración de inclusión de las relaciones llamadas especiales «en el ámbito normativo del Derecho del Trabajo y, al mismo tiempo, la aceptación de determinadas especialidades en su respectivo régimen jurídico»  (170) .

3.2.1.  Su remisión a normas reglamentarias a dictar: el RD 1435/1985, de 1 de agosto

No conteniendo el ET la regulación especial de la relación de trabajo de los artistas en espectáculos públicos [con la única excepción de un concreto aspecto de la misma: la admisión del trabajo artístico de los menores de dieciséis años en espectáculos públicos  (171) ], es evidente, pues, la necesidad de otra norma que proceda a su establecimiento.

El reconocimiento de esa necesidad y, a la vez, fundamento legal expreso de la norma en cuestión lo estableció, con carácter general para todas las relaciones especiales, la antigua disp. adic. 2.ª de la Ley 8/1980, que lo hizo encomendando al Gobierno el establecimiento del régimen jurídico de las mismas  (172) , con el único límite, impuesto por el art. 2.2 de la misma Ley, del respeto de «los derechos básicos reconocidos por la Constitución».

Igual encomienda a reglamento había hecho antes la Ley de Relaciones Laborales, que concedió al Gobierno un plazo de dos años para su dictado, lo que, evidentemente, «no hizo ni dentro ni fuera de plazo»  (173) ; incumplimiento que motivó, precisamente, que el mandato tuviera que reiterarse en la citada disp. adic. 2.ª de la Ley 8/1980, con señalamiento de un nuevo plazo que, también agotado sin haberse reglamentado la relación, fue después ampliado por la disp. adic. 1.ª de la Ley 32/1984, de 2 de agosto, a cuyo amparo se dictó finalmente el RD 1435/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la relación laboral especial de los artistas en espectáculos públicos  (174) , y que entró en vigor el 1 de enero de 1986  (175) , dando fin a una demora no exenta de problemas  (176) . Esta cronología de hechos explica que la citada la disp. adic. 2.ª de la Ley 8/1980 no haya pasado (dado el previo cumplimiento de su mandato) al actual texto refundido del ET, aunque hay en él, no obstante, una genérica habilitación legal para su propio desarrollo reglamentario  (177) .

A)  Problemática. En especial, la reserva constitucional de ley en materia laboral

La fuerza de los acontecimientos no permite ignorar, sin embargo, las importantes dudas (algunas aún abiertas) que planteó la técnica utilizada por la Ley para dotar a las relaciones especiales de una regulación propia, a saber:


	
a) En cuanto al rango de la norma encargada al Gobierno, se debatió la posibilidad de que en realidad se tratase de una «legislación delegada»  (178)  y no de simple reglamento  (179) , cuestión que no obstante debe considerarse zanjada por el Tribunal Constitucional, en el sentido de que la citada disp. adic. 2.ª constituyó un supuesto de «deslegalización», sin que, por tanto, jugaran los requisitos del art. 82 CE  (180) . 

	
b) Pero presentándose tal deslegalización, en principio, como una «especie singular de delegación legislativa sin entrar la ley en la regulación material del tema»  (181) , es decir, un encargo a reglamento hecho por el Estatuto de los Trabajadores «al margen de sí mismo y sin mandato alguno de observancia o respeto de sus preceptos»  (182)  ni señalamiento de otros criterios o principios que deba seguir la norma reglamentaria a dictar  (183) , se cuestiona entonces su adecuación a los arts. 35.2 y 53.1 CE, dada la «reserva de ley en materia laboral» que estos preceptos constitucionales establecen  (184) . 



El problema [que para otra doctrina no es tanto «de inconstitucionalidad como de ilegalidad»  (185) ] no es ya que la disp. adic. 2.ª de la Ley 8/1980 pueda no constituir técnicamente una verdadera deslegalización de la materia  (186)  [al respecto se le achaca fundamentalmente que ésta no venía regulada por ley con anterioridad  (187) ], sino que, en cualquier caso, ahora hay una reserva constitucional de ley para la misma [por mucho que se pueda calificar como «cualificada»  (188)  o «relativa»  (189) ] pese a lo cual dicha disposición adicional la remite por completo a reglamento, sin llegar el ET a regularla en lo más mínimo.

En consecuencia, tal disposición podría ser inconstitucional, de acuerdo con la doctrina del propio Tribunal Constitucional: mediando reserva de ley no puede el legislador «disponer de la reserva misma a través de remisiones incondicionadas o carentes de límites ciertos y estrictos, pues ello entrañaría un desapoderamiento del parlamento a favor de la potestad reglamentaria que sería contrario a la norma constitucional creadora de la reserva»  (190) . Y si bien la reserva de ley no excluye la posibilidad de que las leyes «contengan remisiones a normas reglamentarias», sí impide que se haga así «posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la Ley, lo que supondría una degradación de la reserva formulada por la Constitución a favor del legislador»  (191) .

Por tanto, las normas reglamentarias, «cuando así lo requiera la Ley», pueden «colaborar con ésta para completar o particularizar, en aspectos instrumentales y con la debida sujeción, la ordenación legal de la materia reservada»; pueden, pues, «desarrollar y completar una previa determinación legislativa»  (192) , a modo de «complemento de la regulación legal que sea indispensable por motivos técnicos o para optimizar el cumplimiento de las finalidades propuestas por la Constitución o por la propia Ley», pero sin que pueda llegarse a una «deslegalización de la materia reservada, esto es, a una total abdicación por parte del legislador... sin fijar ni siquiera cuáles son los fines u objetivos que la reglamentación ha de perseguir»  (193) .

La doctrina ha intentado salvar de diversa manera tan importante obstáculo. Así, sin falta de posicionamientos que dudan que la indicada disposición adicional «afecte a una auténtica reserva de ley»  (194) , desde los más sólidos se entiende que en el Estatuto de los Trabajadores existe, en realidad, una mínima regulación de las relaciones laborales especiales, a la cual las normas reglamentarias previstas por el mismo [que entonces contendría una simple «remisión normativa» y no una deslegalización en blanco  (195) ] sirven sólo de complemento y desarrollo, pero no de suplantación; regulación legal que la jurisprudencia ordinaria han dado por existente, sin más  (196) , y que dicha doctrina  (197)  localiza en su art. 2.2 cuando ordena que la normativa reglamentaria «de dichas relaciones laborales» respete «los derechos básicos reconocidos por la Constitución».

B)  El límite del respeto de los derechos constitucionales básicos

La problemática que genera este precepto legal es, no obstante, mucho más extensa:


	
a) Desde el punto de vista de su propia formulación, se ha advertido la posible insuficiencia de la expresión: la regulación reglamentaria de las relaciones especiales debe respetar «no sólo los básicos», sino todos los derechos de rango constitucional  (198) ; en definitiva, «toda la Constitución»  (199) . En realidad, esta idea parece descansar en el equívoco entendimiento de que la Constitución distingue unos derechos «básicos» de otros que no tendrían ese carácter, lo que por ende, y en vez de barajar esta posibilidad interpretativa de que se trate de una frase legal insuficiente (en el sentido apuntado), permitiría la opción de considerar que, con la misma, estuviera el ET autorizando a la normativa reglamentaria de las relaciones laborales especiales la inobservancia de los derechos constitucionales no básicos. 

En cualquier caso, en la Constitución no existe semejante distinción, sin perjuicio del distinto nivel de vinculabilidad (como a tal efecto distingue el art. 53 de la propia Constitución) de los derechos reconocidos en el Capítulo segundo de su Título II, esto es, de los «derechos fundamentales» y «derechos de los ciudadanos», por un lado, y de los «principios rectores de la política social y económica», por otro, pero sin que de ninguna manera quepa identificar los «derechos básicos» que menciona el ET con los «derechos fundamentales y no con los principios rectores»  (200) . 



	
b) Ya desde el punto de vista de la reserva de ley en materia laboral, una parte de la doctrina entiende, no obstante, que semejante límite es «absolutamente demagógico», sin contenido material alguno  (201) , pues toda norma está sometida a la Constitución y no puede negar o minorar los derechos reconocidos por ésta, lo diga o no lo diga el ET, de manera que el mandato de su art. 2.2 resulta «innecesario y obvio»  (202) . 



Pero otro sector doctrinal, salvando esta última objeción con argumentos diversos, entiende en cambio que, con el citado artículo, el ET satisface la reserva constitucional de ley:

Unos autores atribuyen suficiencia al precepto merced a su conexión con la propia disp. adic. 2.ª, en el sentido de recoger un «supuesto de hecho con sus notas configuradoras y remitir el desarrollo específico de su regulación a un reglamento». Así —se dice—, cumple los requisitos del art. 97 CE, a saber, el respeto a ésta y a las leyes, «esto es, a la disp. adic. 2.ª, que contiene el límite temporal» para su dictado  (203) .

La réplica no es, sin embargo, difícil: en esta interpretación se está confundiendo la reserva de ley [que dicha doctrina no niega  (204) ] con otra cosa completamente distinta, cual es la necesaria «habilitación legal» de los reglamentos, de acuerdo con el «principio de legalidad» contenido en los arts. 9.3 y 103.1 de la Constitución  (205) . Dicha disp. adic. 2.ª habilitó en forma, ciertamente, para la normación reglamentaria de las relaciones laborales especiales, y esto no se duda; el problema es que, siendo la materia objeto de una reserva de ley, debió establecer para ellas, además, más allá de la obviedad del respeto de los derechos constitucionales, una verdadera regulación material (cual fuera), pues su desarrollo es lo que únicamente pueden acometer las normas reglamentarias sin menoscabo de dicha reserva.

Por esto, otros autores aducen más consistentemente que esa necesaria regulación legal de las relaciones especiales está entonces en «el núcleo central del propio Estatuto en cuanto ordenamiento fundamental de tutela de los trabajadores por cuenta ajena», de manera que la disp. adic. 2.ª del mismo habilitaría al Gobierno para establecer el régimen jurídico de tales relaciones especiales pero sin alterar dicho núcleo, tratándose de una «simple habilitación para completar la regulación material de la Ley, pero sin excluir ese ámbito legal de ordenación sustituyéndolo por otro»  (206) . Dicho de modo más claro, «que lo que ha de regularse es una “relación laboral”, un contrato de trabajo, cuya esencia no puede desconocerse por el Gobierno al regular las especialidades, so pena de actuar ultra vires» (207) . Por tanto, no sólo los derechos constitucionales «deben ser respetados, sino también los elementos esenciales que permitan identificar el “tipo contrato” de trabajo y sus líneas maestras»  (208) .

Mas hay otra corriente doctrinal que resuelve el problema de la reserva de ley de manera distinta, manteniendo circunscrito el necesario límite legal al respeto sólo de los derechos constitucionales: lo que el art. 2.2 ET quiere en realidad expresar [y lo habría expresado mejor si el calificativo «básicos» hubiese ido seguido de una coma  (209) ] es que los derechos reconocidos por la Constitución son básicos y tienen que ser respetados, mientras que los que se reconozcan adicionalmente por el propio ET, así como su restante regulación de la relación de trabajo, no son básicos y no tienen necesariamente que ser respetados por la normativa reglamentaria de las relaciones laborales especiales  (210) .

Esta normativa especial se tiene que supeditar, pues, a la Constitución, pero sólo a la Constitución, sin sometimiento alguno a la legislación laboral común [lo que, por otra parte —hay que avanzar—, no supone inaplicabilidad absoluta de ésta a las relaciones laborales especiales, pues nada impide la regulación de determinados aspectos de las mismas por el ET si la normativa reglamentaria particular así lo determina, remitiéndose (directamente o por supletoriedad) al mismo; pero remisión que resulta imprescindible  (211)  ya que el ET no tiene por sí, respecto de dichas relaciones especiales, «una cualidad de Derecho supletorio, que el legislador ha descartado»  (212)  al no introducir disposición alguna en este sentido]. Pero entendido todo ello sobre el presupuesto del «reconocimiento explícito» por la Ley de que los artistas (y los representantes de comercio, deportistas, etc.) «son ya trabajadores y sus derechos son los reconocidos como tales a los trabajadores en la Constitución»  (213) .

Es decir, que el límite del art. 2.2 ET no estaría haciendo referencia (pues así estaría de más) a la posición jerárquica de la regulación reglamentaria respecto de la Constitución, ni al respeto del conjunto de los derechos reconocidos por ésta (igualmente innecesario), sino específicamente a la observancia de los derechos constitucionales laborales, a los derechos constitucionales de los trabajadores por cuenta ajena en cuanto tales, condición que tienen los de las relaciones especiales por propia determinación del ET, con cuya declaración del carácter laboral de las mismas posibilita para ellos la titularidad de dichos derechos. Ésta sería, pues, la regulación legal de las relaciones laborales especiales, cuyo desarrollo se encarga ya al reglamento.

La aceptación final de esta interpretación se enfrenta, no obstante, a la dificultad de asumir sin discusión que de los derechos constitucionales laborales gocen los artistas que efectivamente presten sus servicios por cuenta ajena, no por determinación de la propia Constitución, sino del ET y, por tanto, que la reserva de ley se satisfaga únicamente con la determinación de los titulares de esos derechos (mediante el reconocimiento de quiénes son —en este caso, de que los artistas son— trabajadores por cuenta ajena). De ahí que pueda abrirse camino otra interpretación: que el límite impuesto por el art. 2.2 ET se refiere (y aquí está la regulación legal de las relaciones laborales especiales, que sortea o satisface suficientemente la reserva de ley en la materia) al contenido y dimensión que a esos derechos constitucionales laborales da el propio ET. Así, por ejemplo, reconociendo el art. 40.2 CE el derecho de los trabajadores a unas «vacaciones periódicas retribuidas», el art. 2.2 ET sustrae al reglamento la posibilidad de cuantificarlas por su cuenta, por lo que el mínimo de «treinta días naturales» fijado por el art. 38.1 ET está incluido en el límite impuesto y tendrá que ser observado por la normativa de las relaciones laborales especiales.

En definitiva, con su declaración de la especialidad de determinadas relaciones laborales, el ET excluye su propia aplicación a las mismas, salvo en lo que se refiere a los derechos constitucionales laborales, tal cual él mismo los delimita y desarrolla. El respeto de esos derechos juega como criterio legal para el reglamento, no tanto en los escuetos términos en que los reconoce la Constitución (que así vinculan a toda norma sin necesidad de que el ET nada diga, de manera que ni aun ante su silencio podría el RDA, por ejemplo, negar el derecho a vacaciones retribuidas de los artistas en espectáculos públicos), sino conforme a su propia delimitación legal.

Ésta es, en definitiva, la regulación por Ley de las relaciones laborales especiales, a partir de la cual cabe el desarrollo reglamentario especial de su régimen jurídico. La disp. adic. 2.ª de la Ley 8/1980, en conexión con el art. 2.1 y 2.2, cumple, por tanto, con la reserva constitucional de ley, y una eventual extralimitación del reglamento pasa a ser ya una cuestión de pura legalidad ordinaria.

3.2.2.  La normativa reglamentaria preestatutaria y su sustitución por convenios colectivos

Reconocido por el art. 37.1 CE el principio de la autonomía colectiva para la normación también de las relaciones de trabajo, la actual disp. trans. 6.ª ET  (214)  estableció el marco general para la transición al nuevo sistema que habría de satisfacerlo: previa derogación de la Ley que amparó su respectivo dictado  (215) , todas las normas reglamentarias sectoriales hasta ese momento vigentes mantendrían su vigencia sólo de manera transitoria, y con el carácter de «derecho dispositivo», hasta su sustitución por convenios colectivos. Además, la citada disposición transitoria fijó para ello un término final, si bien facultando al Ministerio de Trabajo «para prorrogar hasta 31 de diciembre de 1995 la vigencia de las Ordenanzas correspondientes a sectores que presenten problemas de cobertura»  (216) .

Por tanto, este proceso general de transición [que obviamente ha afectado por igual a las Reglamentaciones de Trabajo y Ordenanzas Laborales que incluían en su ámbito a los artistas en espectáculos públicos  (217) ] ha culminado, por lo que todas esas normas están ya derogadas [también las de los artistas  (218) ] y sustituidas por convenios colectivos, mas no sin dificultad  (219) .

Por tanto, dichos convenios pasan a engrosar el régimen jurídico especial de la relación laboral especial de los artistas, si bien cabe advertir que el ámbito funcional de los de carácter estatal firmados desde entonces no coincide exactamente con el de las normas sectoriales derogadas, ni cubren la totalidad de los artistas en espectáculos públicos. Se trata, a la fecha presente, del Convenio Colectivo Estatal de Profesionales del Doblaje [Rama Artística]  (220) , el Convenio Colectivo Estatal Regulador de las Relaciones Laborales entre los Productores de Obras Audiovisuales y los Actores que prestan sus servicios para las mismas  (221) , el Convenio Colectivo Nacional Taurino  (222)  y el Acuerdo Marco de Ámbito Nacional para las Salas de Fiesta, Baile y Discotecas de España  (223) , que son los actualmente vigentes  (224) .

Estos convenios  (225) , en sustitución por tanto de la Ordenanzas y Reglamentaciones preestatutarias  (226) , completan la regulación especial de la relación de trabajo artístico para cada una de las modalidades de actividad que respectivamente determinan, constituyendo un instrumento normativo fundamental, dado el inmediato conocimiento de la realidad laboral regulada que tienen sus firmantes y a la que el legislador no está por lo general en condiciones de descender.

3.2.3.  La normativa supletoria

Mas las posibilidades de esta regulación colectiva sectorial serían mucho mayores si no fuera por la normativa supletoriamente aplicable a las relaciones laborales especiales.

Como se ha avanzado, el ET no incluye disposición alguna al respecto, dejando que sea la propia reglamentación de dichas relaciones la que determine tal extremo. De ahí que para la de los artistas el art. 12.1 RDA establezca que «En lo no regulado por el presente Real Decreto será de aplicación el Estatuto de los Trabajadores y las demás normas laborales de general aplicación, en cuanto sean compatibles con la naturaleza especial de la relación laboral de los artistas en espectáculos públicos».

De esta forma, una relación «no sometida en principio a la normativa del ET (art. 2.2 ET)», se ve regulada supletoriamente por éste, no porque el mismo tenga en sí esa «cualidad de Derecho supletorio», sino sólo «por la voluntad del Gobierno» que así lo ha establecido  (227) .

Tampoco es que el art. 12.1 RDA sea meramente declarativo de «la regla del art. 4.3 CC en el sentido de aplicar el derecho general en caso de laguna del derecho especial»  (228) : el ET, con su declaración de la especialidad de determinadas relaciones laborales, lo que precisamente hace es descartar su propia aplicación, aun supletoria, a las mismas, que sólo será posible si su normativa reglamentaria específica (como ocurre con la de los artistas) así lo dispone expresamente  (229) .

Mas esta regla de supletoriedad no se refiere sólo al ET, sino que se extiende también sobre todas las «demás normas laborales de general aplicación», expresión que comprende, pues, «no sólo la normativa que desarrolla el (propio) Estatuto de los Trabajadores, sino también la que tiene por objeto las denominadas relaciones colectivas de trabajo (Ley Orgánica de Libertad Sindical, Real Decreto Ley 17/1977) o el proceso laboral»  (230) , las que regulan «las relaciones en torno a la Administración Laboral»  (231) , etc.

El problema es que, al introducir semejante regla, el RDA está impidiendo que los aspectos de la relación no contemplados en su articulado constituyan un espacio completamente libre o en blanco para la normativa sectorial, al anteponer la ocupación del mismo por la normativa laboral general. Dicho de otro modo, que el convenio colectivo podrá regular tales aspectos, pero en el mismo modo y medida en que la regulación de los mismos por la legislación general (que unas veces será dispositiva, pero otras imperativa) lo permita, siendo irrelevante, por tanto, cualquier otra ordenación de fuentes que aquél pueda declarar  (232) .

Es obligada, por tanto, la aplicación supletoria de todas estas normas generales, pero teniendo en cuenta:


	
a) Que se trata de una aplicación supletoria, a distinguir de la aplicación directa de esa misma normativa, que también cabe, bien porque la misma, con el debido rango, así lo disponga expresamente [muy importantes son, en este punto, las normas sobre prevención de riesgos laborales, en especial, la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, cuyo art. 3 incluye en su ámbito de aplicación a todas «las relaciones laborales reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores», con las únicas excepciones que expresamente señala, entre las que no se encuentra la relación laboral de los artistas en espectáculos públicos  (233) ], o bien porque así lo determine el propio RDA  (234) . 

	
b) Y que dicha aplicación supletoria está condicionada (no así, obviamente, la aplicación directa, salvo que expresamente la propia norma lo prevea) en un doble sentido: En primer lugar, porque sólo es posible «respecto a lo no regulado» reglamentariamente  (235) , cosa que no sucede en aquellas concretas materias o aspectos de la relación que también son remitidos por el RDA, no a la normativa general, sino a lo que la propia negociación colectiva o el contrato individual determinen. Y es que la reglamentación especial de la relación laboral de los artistas se remite en numerosas ocasiones al convenio colectivo y al contrato individual en orden a la regulación de determinadas cuestiones en las que el legislador no ha querido entrar. 

A estas materias no les falta, en realidad, regulación especial: están realmente contempladas por el RDA, sólo que éste desplaza su propia regulación, dejándola en blanco, en favor de la que la autonomía colectiva o la individual establezcan. 

En definitiva, se trata de aspectos que también vienen regulados en el articulado del RDA, si bien por la vía de la remisión directa ahora a esa «autonomía colectiva e individual como fuentes de integración del régimen especial de la relación contenido en él»  (236)  y sin que, en estos casos, el convenio colectivo y el contrato estén condicionados por la normativa general  (237) , declarando así el RDA, «implícitamente, el carácter dispositivo de dicha normativa»  (238) , aun cuando ésta, para la relación laboral común, pueda tener el carácter de Derecho necesario. 

Esta técnica, no obstante, puede generar en algunos casos serios problemas en cuanto a la determinación de la norma aplicable, pues unas veces el RDA remite la regulación de una determinada materia sólo al convenio colectivo  (239) , otras sólo al contrato individual de trabajo  (240)  y otras a ambos  (241) . 

Sin duda, estas diferencias no son fruto del azar, tienen un significado, y éste sólo se intuye respecto de la respectiva función y posición del convenio y del contrato, no en general —claro—, sino en el ámbito de la propia especialidad. 

En realidad, el problema sólo se plantea con las remisiones reglamentarias a la autonomía individual en solitario, pues cuando las mismas se efectúan sólo a la colectiva o a ambas, no cabe duda de que para ellas (convenio colectivo y contrato) se mantiene inalterable la función y prelación establecida por el ET  (242)  en el marco de la Constitución  (243) . Así, si la remisión es sólo a la negociación colectiva, esto no significa (igual que sucede en la relación laboral común) que el contrato de trabajo no pueda incidir también en esa misma materia, y lo mismo cuando la remisión sea a ambas fuentes: en ambos casos podrá el contrato, desde luego, «mejorar, en beneficio del trabajador», así como ocupar el espacio que, «autolimitándose», el propio convenio le atribuya expresamente  (244)  y también el que éste no ocupe, dejándolo sin regulación  (245) . 

Siendo esto así, la duda se contrae a los supuestos en que el RDA somete una determinada materia expresa, única e incondicionadamente a lo que trabajador y empresario establezcan de mutuo acuerdo: ¿se está refiriendo al contrato individual en la posición que, en general, éste ocupa frente al convenio, o está, en realidad, invirtiendo el orden? 

El problema no tiene, sin embargo, tanta dificultad como a primera vista parece. Porque la posición de subordinación del contrato individual respecto del convenio colectivo  (246)  y la ya indicada función que, en general, corresponde al primero  (247) , no es extrapolable, sin más, al ámbito de las relaciones laborales especiales. Y es que la reglamentación de éstas puede alterar ese esquema al compás de su respectiva especificidad material, de manera que «cada relación especial de trabajo se regulará por el sistema de fuentes normativas que se establezca en el reglamento de desarrollo y no necesariamente por el del ordenamiento laboral común»  (248)  [así, por ejemplo (y es paradigmático), para la relación laboral especial del alto cargo lo hace expresamente su reglamentación específica  (249)  y, a su tenor, el pacto entre las partes no tiene más límites que los que directamente establezca dicha normativa y los que se deriven de las remisiones directas que ésta efectúe al ET  (250) ; no es la de los altos cargos la única relación especial en la que esto sucede  (251) ]. 

Esta inversión tiene un fundamento claro: es la propia normativa estatal (en este caso, la reglamentaria especial) la que, en lugar de establecer directamente para una determinada materia una concreta regulación (ya imperativa, ya de mínimos, ya completamente dispositiva), entrega ésta, con la propia función y fuerza de «las disposiciones del Estado», a la autonomía individual. El contrato pasa a ocupar, pues, el espacio que la norma reglamentaria especial le da y desde él se antepone al convenio colectivo [cuestión distinta, de carácter general, es si la norma estatal está de esa forma limitando el «espacio vital» que el convenio tiene reconocido constitucionalmente  (252) ]. 

Por tanto, cuando el RDA se remite únicamente al contrato  (253) , parece que la posibilidad de que el convenio regule también esa materia (mejor, la eficacia de la norma que lo haga) está condicionada a que no limite dicha autonomía individual, ya que lo contrario supondría, en suma, la contravención del propio mandato reglamentario, no sólo formalmente, sino también desde el punto de vista de la finalidad que con la remisión al contrato individual persigue  (254) . 

En definitiva, que aunque sea completamente cierto que «la prevalencia de la autonomía colectiva sobre la individual no ofrece resquicios», también lo es que ello sucede sólo «dentro del ámbito delimitado por la ley»  (255) , y que ésta excluye del mismo, pues, todos aquellos aspectos y materias que expresa y directamente atribuye al contrato individual de trabajo  (256) , máxime tratándose de relaciones laborales especiales. 

Por otra parte, puede ocurrir que, en aquellos aspectos remitidos reglamentariamente al convenio colectivo y/o al contrato individual de trabajo, éstos, desoyendo la invocación reglamentaria, no acometan la regulación de esas materias, en cuyo caso a las mismas sólo les quedará la normativa laboral general como única regulación posible, aplicable igualmente por la vía de la supletoriedad establecida por el art. 12.1 RDA. 

En lo demás, la determinación de la normativa que en cada caso corresponda aplicar (reglamentaria especial, general, colectiva o contractual), está presidida por el principio de la norma más favorable, para cuyo despliegue «no se encuentra inconveniente» en esta relación especial, habida cuenta precisamente de que la supletoriedad de la normativa laboral general se extiende también, desde luego, al principio establecido por el art. 3.3 ET  (257) . 

En consecuencia, aunque una determinada materia esté regulada por el RDA, o por la normativa laboral general (en los aspectos que aquél no contempla o remite), dicha materia se somete con carácter preferente a la disposición que, al respecto, contenga el convenio colectivo o el contrato de trabajo, siempre que sea más favorable y no pugne con aquella normativa, a cuyos preceptos que tengan el carácter de Derecho necesario deben respeto, pues, el convenio y el contrato; «respeto absoluto, si se trata de derecho necesario absoluto, o respeto de los mínimos si se está ante derecho necesario relativo»  (258) , so pena de ineficacia  (259) . Pero respeto del que, como se ha dicho, están dispensados el convenio y el contrato cuando se trate de materias cuya regulación el RDA les haya remitido expresamente, pues éste no pretende con ello sino que «los interlocutores sociales o las partes del contrato se otorguen la regulación que crean conveniente. Por consiguiente, implícitamente, en estos supuestos se está declarando el carácter dispositivo de la normativa estatal» (en este caso, de la laboral general supletoria, dada la ausencia de normación reglamentaria específica) que regule la materia en cuestión  (260) . 

La segunda condición a que el art. 12.1 RDA somete la posibilidad de aplicar supletoriamente las normas laborales generales es que «sean compatibles con la naturaleza especial de la relación», «declarando enfáticamente» la necesidad, pues, de esta compatibilidad, «pero no aclarando» en qué pueda consistir la misma  (261) . 

La duda no es, sin embargo, de difícil solución: no se trata, aunque pueda parecerlo, de una autorización reglamentaria para no aplicar aquellos preceptos del ET o de las otras normas generales que subjetivamente puedan considerarse inconvenientes o inadecuados, atendidos el objeto, sujetos, dinámica, etc., de la relación laboral de los artistas en espectáculos públicos. Y ello porque la compatibilidad que se requiere va referida, en realidad, no a la identidad/singularidad material de esta relación  (262) , sino a la especialidad de su régimen jurídico. 

En efecto, lo primero no tiene ningún sentido, dado que todo rasgo de la identidad de la relación que se haya considerado (por el legislador reglamentario) incompatible con la regulación general ha sido, precisamente, objeto de regulación especial por el propio RDA, resultando inasumible, por tanto, la posibilidad de que la norma reglamentaria esté, con la formulación de la condición así entendida, reconociendo y declarando que se ha dejado conscientemente algún rasgo sustancial de la identidad de la relación sin el tratamiento jurídico diferente que el mismo requeriría. 

La doctrina también ha criticado esta posibilidad, si bien indirectamente, entendiendo que la norma, al admitir la posible incompatibilidad de la legislación general con la naturaleza especial de la relación, crea «una cierta inseguridad jurídica que podría haberse evitado, pues para eso se dicta el RD 1435/1985, esto es, para regular todas las especialidades»  (263) . 

De aquí que el reconocimiento y aceptación por el RDA de lagunas dejadas a propósito en el régimen jurídico especial que ha establecido (que es, en definitiva, en lo se traduciría el vincular la compatibilidad requerida con la identidad material de la relación), además de sin sentido, sería contrario incluso al propio mandato legal que lo habilita, porque el art. 2.2 ET no se limita sólo a conceptuar la especialidad de una relación en torno a «la regulación» específica de la misma, sino que con ello está simultáneamente ordenando que esa regulación singular se establezca, y, por tanto, que se establezca en toda la dimensión y envergadura que requiera la identidad de la relación, sin autorizar que ninguno de los aspectos sustanciales de la misma se dejen sin contemplación por dicha normativa específica. De modo que la compatibilidad que exige el art. 12.1 RDA para la aplicación de la normativa laboral general va en realidad referida al propio régimen jurídico especial establecido reglamentariamente (como, por otra parte, y de manera textual, el citado precepto indica: «en cuanto sean compatibles con la naturaleza especial de la relación»), esto es, que aquella normativa general regulará los aspectos no regulados reglamentariamente en tanto que, aplicándola, no se alteren directa o indirectamente los aspectos que sí lo están y tal cual lo están. 

No obstante, aun así puede seguir existiendo una cierta «situación de inseguridad» del «intérprete o aplicador de la norma, puesto que el recurso a la normativa laboral común» requiere, en definitiva, «una valoración caso por caso de su compatibilidad»  (264) , cualquiera que sea la manera en que ésta se entienda. 





3.3.  Admisibilidad constitucional del régimen jurídico singular

Si en términos de legalidad ordinaria «nada impone una normativa uniforme para todas las relaciones sometidas al Derecho del Trabajo»  (265) , sino todo lo contrario (al ser el propio ET el que excluye semejante posibilidad cuando declara la especialidad de determinadas relaciones de trabajo), la diversidad de regímenes jurídico-laborales puede ser cuestionada, sin embargo, desde el punto de vista constitucional.

Y es que puede entenderse que la introducción por el legislador de un régimen jurídico especial, distinto, para determinados trabajadores, podría contrariar al art. 14 CE (establecedor, como se sabe, del principio de igualdad y la prohibición de la discriminación por razones de religión, sexo, etc.), dada la diferenciación que ello supone para dichos trabajadores frente a los demás sometidos al régimen común e, incluso, frente a los de las otras relaciones especiales.

La más autorizada interpretación del citado precepto constitucional  (266)  demuestra, sin embargo, que únicamente vienen prohibidas por él las diferenciaciones que, de un lado, estén motivadas por las razones expresamente consignadas en el mismo (raza, religión, etc., ninguna de las cuales entra en juego, obviamente, en el caso de los trabajadores afectados por la declaración legal de la especialidad de sus respectivas relaciones laborales), así como, de otro lado, aquellas que carezcan de una causa o justificación objetiva, razonable y proporcionada.

Por tanto, la Constitución tampoco exige, en realidad, la uniformidad de la normativa laboral, sino que permite el establecimiento de regulaciones especiales, diferentes, a condición de que posean una causa y de que ésta sea objetiva, razonable y proporcionada  (267) . De manera que la «especificidad formal»  (268) , esto es, la diferenciación de régimen jurídico para determinadas relaciones laborales es constitucionalmente admisible «si se corresponden con una diferencia material o sustancial previa» de las mismas, causa y fundamento, pues, de esa diferente normación  (269) .

La especificidad formal se tiene que amparar, pues, en la «especificidad material de cada supuesto», y sólo la inexistencia de ésta «podría hacer prosperar la tacha de inconstitucionalidad de la regulación basada en la lesión del principio de igualdad»  (270) .

Se salva así la primera cuestión en que cabe descomponer el problema de la admisibilidad constitucional de la especialidad, a saber, la posibilidad en sí de su existencia, de manera que el art. 14 CE no impide al legislador el establecimiento de normativas diferentes para disciplinar relaciones laborales que desde el punto de vista material sean razonablemente diferentes. Tratándose de relaciones así singulares, cabe, sin quiebra de la igualdad, que su régimen jurídico también lo sea  (271) ; más aún, esto «es precisamente lo adecuado en virtud del art. 14» CE  (272) .

En el marco de esta doctrina, una segunda cuestión que cabe deducir es la de si las «relaciones laborales especiales» listadas por el art. 2 ET y, en particular, la de los artistas en espectáculos públicos, poseen o no esa singularidad material justificativa. Y, en este sentido, una cosa parece clara para la doctrina mayoritaria: singularidad en su estructura no hay, y en los supuestos relacionados legalmente (al menos, en el de los artistas) el contrato de trabajo no se diferencia del de cualquier otro trabajador, perteneciendo a un mismo género y sin presentar «alteraciones en los elementos importantes como los sujetos, la causa o el objeto»  (273) .

Hay posicionamientos, no obstante, que ven la causa de las relaciones especiales «enriquecida o completada», y al típico intercambio de trabajo por salario se añadirían finalidades de «salvaguarda de otros intereses», específicos de los sujetos que las protagonizan  (274) , y que en el caso de los artistas irían «desde su consideración como manifestación cultural, que comporta una estrecha conexión con los derechos de la personalidad derivados de la creación artística, o la necesaria toma en consideración por parte del Derecho administrativo, en cuanto se trata de un espectáculo público, hasta la remisión al Derecho Civil para determinados tipos de incumplimiento, que caracteriza a la prestación de forma más cercana a una obligación de resultados que de medios»  (275) .

Mas, admitiendo la existencia de estas conexiones del «aspecto laboral del contrato» con otros sectores del Ordenamiento, con ello no se hace sino describir una peculiaridad más del propio régimen jurídico, pero no la singularidad material que pueda dar cobertura constitucional al mismo.

De aquí que, para la doctrina mayoritaria, la selección legal como «especiales» de una serie de relaciones descanse, entonces, en «valoraciones de política legislativa» que no tienen su fundamento en claras diferencias de carácter estructural  (276) , siendo fruto, pues, de un «voluntarismo normativo», todo lo más «ante la peculiaridad del trabajo objeto del contrato, pero no por aspectos diferenciales que se deriven de estructura contractual»  (277) .

Por tanto, es en la interioridad de ese trabajo objeto de contrato donde puede estar la singularidad, y así lo confirma el art. 2.1 i) ET cuando extiende la posibilidad de una regulación diferente también para «cualquier otro trabajo que sea declarado como relación laboral de carácter especial por una Ley».

Esto explica la afirmación doctrinal de que las «especiales» son, en definitiva, «relaciones con fuertes peculiaridades en cuanto al trabajo que constituye su objeto»  (278) .

Ahora bien, aun si así fuera, la constitucionalidad de una especialidad en concreto, la admisibilidad de un régimen jurídico laboral distinto, no puede sostenerse en base sólo a esa mera afirmación, genérica y abstracta, de la existencia de las «fuertes peculiaridades» del trabajo objeto de regulación. Y es que esto no pasa de ser, en realidad, una justificación puramente formal de la especialidad, porque lo mismo se puede decir de muchos otros trabajos; porque todos (y no sólo los listados por el art. 2 ET) son, de alguna forma, singulares y tienen, cada uno de ellos, su particular identidad.

En definitiva, que tal singularidad, como cualidad genérica y abstracta, se puede predicar igualmente respecto de todos los trabajos sometidos al régimen laboral común. Por lo que, de aceptarse la indicada fundamentación tal cual se expresa, podrían (mejor, deberían) existir tantos regímenes jurídicos (más allá del binomio legal común/especiales) como trabajos fuera posible individualizar  (279) , «desde estheticien a programador de sistemas informáticos»  (280) . O no existir ninguno, sometiéndose todos los trabajos al mismo régimen jurídico.

Por tanto, para no incurrir en una justificación sólo formal, hay que descubrir cuáles son, entonces, las peculiaridades del trabajo objeto de cada una de las relaciones laborales especiales, especificar sus rasgos materiales que no posean o que posean de otro modo los que son objeto de las relaciones comunes. Y, sobre todo, tiene que tratarse de peculiaridades verdaderamente significativas, cuya envergadura haga «resaltar a los correspondientes contratos de la generalidad de los laborales, más homogéneos, aunque no sean idénticos, entre sí»  (281) . En suma, la admisibilidad constitucional de la especialidad depende de que ésta corresponda a trabajos «espectacularmente distintos»  (282) , de que se establezca esa régimen jurídico diferente para contratos «especialísimos» desde el punto de vista de su objeto  (283) .

En este empeño los resultados tampoco han sido muy satisfactorios. Así, el propio Tribunal Constitucional se ha limitado a señalar que no es necesario un «mayor esfuerzo dialéctico para poner de relieve la realidad de la singularidad» material del trabajo objeto de determinadas relaciones laborales  (284) , y que esta singularidad la tiene «bien por la cualidad de las personas que lo prestan, bien por la sede donde se realiza el trabajo, bien por el tipo de funciones que se realizan»  (285) , de manera que «no existe violación de los principios constitucionales de igualdad y no discriminación por el hecho de considerar como especial una determinada relación laboral, al existir diferencias entre el personal» sujeto de ella «con respecto de las relaciones laborales comunes, diferencias estas que justifican a su vez un trato jurídico diferente»  (286) .

En realidad, si bien se mira, poco o ningún avance resulta de semejante concreción: son muchísimos los trabajos que, sometidos en cambio al régimen común, requieren concretas cualidades que en nada se diferencian (por ejemplo, en cuanto a lo reducido del número de las personas que las poseen) de las que pueden requerir otros trabajos, entre ellos, el artístico en espectáculos públicos; los hay cuyos lugares de prestación son particularísimos [los trabajos aéreos, por ejemplo, y, entonces, ¿ «por qué se reputa especial el contrato de los artistas y no el de embarco o el de trabajo aeronáutico» ?  (287) ]; y, por añadidura, las diversas funciones posibles en el mundo del trabajo, incluso dentro de un mismo sector productivo, son todas tan distintas entre sí (compárese el propio trabajo artístico del puntillero en las corridas de toros, con el del tenor en ópera para su grabación en disco), que es más fácil encontrar diferencias y peculiaridades que coincidencias.

La doctrina, por su parte, ha buscado esos caracteres diferenciales con relevancia para justificar la especialidad, y lo ha hecho por una doble vía, de conjunto (a saber, rasgos peculiares que, frente a las ordinarias, pudieran poseer en común todas las relaciones laborales declaradas especiales) y en particular (esto es, los de cada concreta relación especial, en este caso, la de los artistas en espectáculos públicos, frente a las demás).

En cuanto a la posible existencia de rasgos unitarios de las relaciones laborales especiales que las distingan materialmente de las comunes y justifiquen, pues, su especialidad, se han barajado básicamente los siguientes: el de «la singular condición del trabajador»  (288) , sin más explicación; el de «la subordinación reducida» (descartado pronto al mostrar determinadas relaciones especiales una subordinación incluso acrecentada —la del personal al servicio del hogar familiar es paradigmática—); y el de «la peculiaridad locativa» (más o menos el mismo que utiliza el Tribunal Constitucional), esto es, que las relaciones especiales expresarían un «ambiente laboral distinto» al de la «“unidad productiva con organización específica” del art. 1.5 ET, que típicamente configura el “ámbito de organización y dirección” habitual del art. 1.1 ET», siendo así que dichas relaciones especiales «se caracterizan por el atípico lugar de prestación, estando referidas a colectivos que efectúan sus tareas en ámbitos distintos al del establecimiento empresarial y por ende bajo unos parámetros de organización y dirección inhabituales»  (289) .

Aunque ya se ha visto que el rasgo locativo poco o nada aporta (los trabajos aéreos, los de transporte por carretera, etc., igualmente lo presentan), el mismo es, por añadidura, particularmente ineficaz en el caso de la relación laboral de los artistas en espectáculos públicos, dado que en los lugares de prestación de su trabajo también lo hacen e, incluso, para el mismo empresario, otros trabajadores (auxiliares, administrativos, técnicos) que, en cambio, están sometidos al régimen común por no ser artístico su cometido.

Si, como parece concluyente entonces, las relaciones declaradas especiales por el ET no tienen rasgos distintivos comunes  (290) , se ha acudido a la vía de especificar las peculiaridades materiales de cada una en particular, las cuales, por su pretendida importancia y significación, justificarían la respectiva especialidad frente a las relaciones laborales ordinarias [y frente a las demás especiales, porque «la consideración de una relación como especial implica, por propia definición, la diferencia no sólo frente a la relación laboral ordinaria, sino también frente a las restantes relaciones laborales especiales»  (291) ].

Y, por lo que respecta a la de los artistas en espectáculos públicos, son múltiples las propuestas que descubren rasgos específicos que justificarían, pues, la salida «de los moldes rigurosos de la prestación ordinaria o normal de trabajo»  (292) : así, fundamentarían la especialidad de su relación laboral, por ejemplo, las «circunstancias que giran alrededor de la persona del artista, como la naturaleza de la actividad y el marco en el que ésta se desarrolla»  (293) ; o «su carácter diferencial sobre la base de la modulación de la nota de la dependencia, de los frecuentes desplazamientos de los intérpretes y de su jornada y horarios»  (294) ; o «la propia naturaleza del trabajo a prestar, que requiere la posesión de concretas aptitudes artísticas» y que, «por otra parte, se resiente de las aficiones, modas e inclinaciones del público», no existiendo «por tanto, violación alguna del principio de igualdad, ni arbitraria separación del tratamiento normativo de la relación del artista del de las restantes relaciones “comunes” de trabajo»  (295) ; etc.

No faltan intentos basados en una inabarcable suma de circunstancias, a saber, la posible condición del artista como «“autor” del papel que incorpora al soporte, con derechos de propiedad intelectual», la «con frecuencia debilidad de la nota de la subordinación» del mismo, la «injerencia empresarial en las conductas extralaborales del artista», la «publicidad del espectáculo y la necesidad de su aceptación por el público», la «peculiar forma de organización, apoyo y comercialización de las actividades artísticas», la «frecuente prestación de la actividad artística en forma conjunta o en grupo» y, en fin, «las especiales aptitudes del artista y su necesidad de mantenerlas y renovarse»  (296) .

Llegados a este punto, ya en el terreno de la pura opinión, podrían alegarse en justificación de la especialidad cuantas otras características llamativas se descubrieran en la realidad del mundo artístico en los espectáculos públicos, como son, por ejemplo, la también típica intermediación de los agentes artísticos, o la utilización empresarial de medios técnicos para la exhibición del trabajo al público.

Esto explica que otros posicionamientos doctrinales hayan concluido que todas las relaciones declaradas «especiales», y entre ellas la de los artistas, son en el fondo «artificiales, más creaciones de la ley que exigencias de la naturaleza de las cosas»  (297) ; en suma, «una categoría eminentemente jurídico-positiva»  (298) .

Pero incluso si así no fuera y, efectivamente, existiesen rasgos materiales del trabajo artístico (y aun elementos estructurales del contrato) significativamente diferentes, tampoco con su descubrimiento se daría respuesta a la cuestión de la admisibilidad constitucional, desde el punto de vista de la igualdad, de su especialidad formal. Porque su mera constatación no da, sin más, carta blanca al legislador para establecer en cualquier materia cualquier régimen jurídico, cualquier especialidad. Es decir, que no se trata de examinar la adecuación al art. 14 CE de la especialidad declarada por la ley como carácter global de una relación en particular —la de los artistas—, y admitirla en su integridad simplemente localizando uno o varios rasgos distintivos de la misma, incluso espectacularmente distintivos, que no estén presentes en las ordinarias. De lo que se trata es, en primer lugar, de concretar cada uno de los aspectos o elementos de esa su especialidad, esto es, cada aspecto privativo de su régimen jurídico (por ejemplo, una peculiar regulación del descanso semanal) y seguidamente buscar el rasgo material del trabajo objeto de la relación que, no estando presente en otras o estándolo de manera diferente (por ejemplo, la idoneidad de los domingos, por la demanda del público, para la celebración de los espectáculos), justifique que se le dispense ese tratamiento normativo diferente; para, en segundo lugar, valorar la envergadura de éste, su adecuación y proporcionalidad, habida cuenta de que, por tratarse de relaciones propiamente laborales por causa (igual que las comunes), sólo será admisible, sin merma del principio de igualdad, una adaptación de la normativa comparable del ET en la medida en que ésta resulte inaplicable por disfuncional  (299) .

Se tendrán que determinar, pues, cada una de las especialidades de la relación e indagar a continuación el respectivo rasgo de su identidad que, no poseído —o sí, pero de otra forma— por las relaciones comunes, las justifique razonada, razonable y proporcionadamente. Y, desde luego, no serán admisibles aquellos aspectos de esa regulación especial que de esta forma no encuentren fundamentación, los cuales entonces sí «habría que calificar por tanto de irrazonables o arbitrarios»  (300) .
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	 (48) 

	STS 24 octubre 1978.
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	STS 3 marzo 1981, que concluye que la naturaleza de esta actividad no es inconveniente para que sea objeto de contrato de trabajo.
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	 (50) 

	STSJ Andalucía 30 febrero 2004 (R.º 3844/2003).
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	 (51) 

	M. ALONSO OLEA y M. E. CASAS BAAMONDE, Derecho del Trabajo, Civitas, Madrid, 17.ª ed., 1999, pág. 92.


	 Ver Texto 




	 (52) 

	R. ROQUETA BUJ, El trabajo de los artistas, Tirant lo Blanch, Valencia, 1995, pág. 24, con abundante fundamento jurisprudencial para los ejemplos de actividades artísticas que cita. También M. APILLUELO MARTÍN, La relación de trabajo del menor de edad, Consejo Económico y Social, Madrid, 1999, pág. 239 (nota 6). Análoga relación de ejemplos, con cita de su respectivo fundamento jurisprudencial, en I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., págs. 85 y ss.
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	 (53) 

	Ocurre esto, relata I. CAMACHO (ABC Sevilla, domingo 11 de agosto de 2002, pág. 81), en «esas enormes discotecas que constituyen centros de verdadera peregrinación turística», en los que los « dj s son los sacerdotes supremos» y para cuya contemplación el público hace «colas gigantes a las puertas de los grandes recintos en que se anuncia la presencia de verdaderas estrellas del plato mezclador, figuras internacionales que cobran cantidades astronómicas por una sola actuación, y cuyos nombres de guerra conocen y veneran como devotos los fieles de este nuevo fenómeno de masas. La parafernalia del rito se completa con la presencia de monaguillos bailones de sexo ambiguo vestidos y maquillados... que bailan desde sus plataformas elevadas... Los expertos en esta teosofía de la noche saben que el éxito de los dj s no consiste sólo en su habilidad mezcladora de ritmos...», y de ahí que «las discos rivalicen en la organización de grandes fiestas-ceremonia articuladas en vagos conceptos temáticos pero, sobre todo, enriquecidas por la participación de dj s de fama». Se trata, en suma, como apunta J. J. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, Condiciones de trabajo..., cit., pág. 47, de la figura de «un nuevo gurú de la música».
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	 (54) 

	También J. J. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, Condiciones de trabajo..., cit., pág. 68; I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., pág. 89, considera, en cambio, con fundamento en pronunciamientos judiciales italianos, que los disc-jockeys son en todo caso artistas.
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	 (55) 

	Negando el carácter laboral de su relación de servicios, STS 24 abril 1986 (LA LEY JURIS 10967-JF/0000). En el ámbito doctrinal, I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., pág. 105, entiende —con apoyo en la LPI— que es su carácter de autores lo que impide reconocer como «artistas» a estos trabajadores, por lo que «actividades como la pintura o la escultura, de indudable naturaleza artística, están excluidas» del concepto de la relación laboral especial.
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	 (56) 

	Niega también su condición de artista R. ROQUETA BUJ, El trabajo de los artistas, cit., pág. 22, con apoyo en la jurisprudencia que cita.
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	 (57) 

	En este sentido, también, R. MOLINA GONZÁLEZ-PUMARIEGA, «Relaciones laborales especiales y asimiladas», en La doctrina laboral del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, 1989-2000, coord. A. V. Sempere Navarro, Cuadernos de Aranzadi Social, 2001, págs. 337-338, generalizando la remisión a la LPI (que, a sus efectos, también distingue entre «artistas» y «director») en la que descansa la ya citada STSJ Madrid 20 junio 1995 (LA LEY JURIS 1120174/1995), aunque argumentando también la no inserción de los directores «dentro del esquema jerárquico de la empresa productora». Obsérvese, sin embargo, que por esto último los directores, antes que no artistas, no serían trabajadores por cuenta ajena.
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	 (58) 

	La STSJ Navarra 15 noviembre 1994 (Sentencia núm. 510/1994) consideró que, sobre la base de sus funciones («confección de la programación anual de la orquesta, calendario y obras a interpretar», asunción de la «contratación y coordinación de directores y artistas invitados, organización de las pruebas de acceso a la orquesta», etc.), se trataba de un trabajador de alta dirección.
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	 (59) 

	No lo considera artista M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., pág. 125. Tampoco I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., págs. 146-147, si bien porque, conforme a la LPI, tiene la condición de «autor». En contra, considerando que el «director de cine» es artista, STSJ Cataluña 8 noviembre 1999 (LA LEY JURIS 40952/1999).
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	 (60) 

	La STSJ Madrid 20 junio 1995 (LA LEY JURIS 1120174/1995) excluyó al «director de escena» del ámbito de la relación laboral especial, distinguiéndolo, como hace la LPI, de los «artistas». En esta dirección, también, A. VALDÉS ALONSO y E. BENZAL MEDINA, «Los derechos de propiedad intelectual...», cit., págs. 115 y 116. Con el mismo fundamento la LPI, lo considera «artista», en cambio, I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., pág. 88.
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	 (61) 

	También artista, con apoyo en la LPI, para I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., pág. 89, pese a consistir su actividad en «ver la película que ha de ser doblada» y proponer «los actores que intervendrán» en el doblaje, dirigiendo «técnica y artísticamente a los mismos y» aportando «un criterio artístico», entre otras funciones que asimismo detalla.
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	 (62) 

	Definiéndolo como el «creador de los movimientos de la danza», el que «planea las bases y detalla matices, en combinación de líneas y movimientos expresivos», I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., págs. 88 y 99, también lo incluye en su relación de artistas en espectáculos públicos, apoyándose, por ende, en el Código de Trabajo francés. No afronta (pero tampoco niega) su posible condición de artista, pues no era lo que se debatía, la STSJ Aragón 11 febrero 2002 (R.º 549/2002).
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	Asimismo artista para I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., pág. 89, nota 19, con fundamento en la jurisprudencia francesa.
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	También excluye su consideración como artistas J. J. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, Condiciones de trabajo..., cit., pág. 66, si bien «debido a las funciones que realizan», en las que «la vertiente de gestión y el carácter técnico» predominan (sobre un supuesto componente artístico —hay que entender— que, en realidad, no existe, laboralmente hablando, en estas actividades).
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	A sus efectos, el art. 105 LPI lo distingue, pero también lo equipara (como asimismo al director «de escena») a los «artistas», previa exclusión de la condición de «autor», a diferencia de otros directores, a los que sí atribuye ésta.
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	Definida por I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., pág. 88, en torno a la dirección de «una orquesta valiéndose de una batuta para indicar el compás, señalando con ella y con el gesto las intenciones expresivas de la obra».
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	Apoyándose en la LPI, I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., págs. 146-147, considera «artista» al director de orquesta. En contrario, con el mismo fundamento, A. VALDÉS ALONSO y E. BENZAL MEDINA, «Los derechos de propiedad intelectual...», cit., pág. 117.
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	STS 19 mayo 1986 (LA LEY JURIS 11050-JF/0000) y otras anteriores que cita.
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	A esta solución llegó la antes citada STSJ Madrid 20 junio 1995 (LA LEY JURIS 1120174/1995) respecto de un director de escena.
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	 (70) 

	En esta posición, M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., pág. 125, entendiendo que los directores-realizadores de películas «no son artistas..., sino personal de alta dirección». La misma línea, aunque como posibilidad, pues «el RD 1382/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la relación laboral de alta dirección, que aun cuando posterior a este litigio, y por consiguiente no afectarle, puede y debe servir para estructurar la realidad social que sirve de plataforma a la tarea judicial interpretativa», en la citada STS 19 mayo 1986.
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	SSTS 9 junio 1947, 26 junio 1947 y 15 marzo 1962, cit. por J. A. SAGARDOY BENGOECHEA, «Contrato de Trabajo Taurino», en Catorce Lecciones sobre Contratos Especiales de Trabajo, Universidad Complutense, Madrid, 1965, pág. 116.
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	STSJ Comunidad Valenciana 12 febrero 2004 (R.º 3704/2003).
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	A. VALDÉS ALONSO, Propiedad intelectual..., cit., pág. 261, quien de esta constatación no extrae, sin embargo, la existencia de un concepto de artista propiamente jurídico-laboral, sino que, apoyándose sólo en el de la LPI y exportándolo al ámbito del ET, concluye que la relación laboral especial que éste contempla no es, en realidad, de artistas en espectáculos públicos, sino «simplemente de “trabajadores” en espectáculos públicos», de los cuales —añade— «unos serán artistas, pero otros evidentemente no». Y ello sin aportar criterio alguno para distinguir —y sin decir si hay que distinguir o no, a efectos de su inclusión o no en esa relación laboral— al motorista acróbata que cita, del técnico de iluminación, del acomodador del circo o del encargado del vestuario, que son también trabajadores en espectáculo público, excluidos, según se verá más adelante.
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	STCT 24 mayo 1984.
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	Puede ocurrir que la falta de cualificación constituya o contribuya, precisamente, a la conformación del espectáculo. Así, el humorista que despierta expectación precisamente porque no hace gracia a nadie.
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	Imagínese una ejecución musical insoportable o una representación teatral que aburra extraordinariamente.
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	Art. 176.3.º.
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	Art. 1.
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	Art. 54.
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	F. J. TOROLLO GONZÁLEZ, «Las relaciones laborales especiales...», cit., pág. 177.
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	 (81) 

	STSJ Cataluña 16 febrero 2004 (LA LEY JURIS 1620273/2004).
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	STCT 1 julio 1980, apoyándose en la Ordenanza entonces vigente.
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	 (83) 

	F. LÓPEZ-TARRUELLA MARTÍNEZ, «Relación especial de trabajo de los artistas en espectáculos públicos», cit., pág. 190.
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	El ejemplo, en la STSJ Galicia 9 marzo 1998 (R.º 52/1998).
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	 (85) 

	STSJ Cataluña 2 mayo 2000 (R.º 570/2000).
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	 (86) 

	STSJ Madrid 28 junio 2002 (R.º 2152/2002). Obsérvese que este argumento no es, en realidad, sino otra forma de importar al ámbito laboral el concepto de artista ex LPI, es decir, otra forma de expresar que el artista es tal porque interpreta o ejecuta«una obra» artística o literaria (vía que ya se ha rebatido).
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	 (87) 

	STSJ Cataluña 2 mayo 2000 (R.º 570/2000).
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	 (88) 

	STSJ Madrid 28 junio 2002 (R.º 2152/2002). Obsérvese que el argumento de que el artista se define por la «representación de una creación artística» no es, en realidad, sino la importación al ámbito laboral, otra vez, del concepto de artista ex LPI, es decir, otra forma de expresar que el artista es tal porque interpreta o ejecuta «una obra» artística o literaria (vía que ya se ha rebatido).
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	STSJ Madrid 20 septiembre 2002 (LA LEY JURIS 1290675/2002).
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	 (90) 

	En contra, con apoyo en la doctrina de los tribunales franceses, I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., pág. 90, nota 25, negando carácter artístico a la actividad de los modelos porque «persigue un fin eminentemente comercial, mientras que la desempeñada por un artista es más cultural». En sentido favorable, en cambio, Memento Práctico Francis Lefrebvre, Madrid, 2005, pág. 76, con apoyo en un «Informe DGT 29- 3-90», según el cual «en la medida que sus actividades requieren una especial preparación y se integran en un espectáculo de exhibición dirigido al público». Asimismo, L. E. DE LA VILLA GIL y J. R. MERCADER UGUINA, Modelos, agencias de modelos y empresas publicitarias, Tecnos, Madrid, 1994, pág. 31, afirmando que «en la medida en que se acepte que la prestación del modelo es de suyo artística y que o bien se realiza ante el público o bien va dirigida a la difusión pública, tal relación laboral no será de carácter común u ordinario, sino de carácter especial, sometida al régimen de las prestaciones de los artistas en espectáculos públicos». Y, en la misma línea también, E. ORTEGA FIGUEIRAL, Todo sobre contratación laboral, CISS, Valencia, 2003, pág. 605, para quien «los/as modelos o maniquíes profesionales desarrollan actividades e incluso espectáculos». Semejante calificación no es, por lo demás, contraria a la Directiva 94/33/CE, de 22 de junio, que, a efectos del posible trabajo de menores de dieciséis años, menciona las actividades artísticas separadamente de otras varias, entre las cuales están las de carácter publicitario. Pero esto es así, precisamente, para salvar la posibilidad de que en el Ordenamiento interno de algunos de los Estados miembros (es el caso francés, antes citado) la actividad publicitaria esté expresamente separada de la artística. Téngase en cuenta, finalmente, que la STCT 17 abril 1980 declaró la incompetencia de jurisdicción por defecto de subordinación, pero no llegó a plantear el carácter artístico o no del trabajo de los modelos.
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	La STCT 3 junio 1986 negó el carácter laboral, por defecto de subordinación, en un supuesto de este tipo.
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	 (92) 

	Piénsese, por ejemplo, en el rey mago que recoge las cartas de los niños en las puertas de unos grandes almacenes, que igualmente debe considerarse artista en espectáculo público, pero no ese mismo rey mago si también vende los juguetes.
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	STSJ Madrid 14 junio 1999 (R.º 246/1999).
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	STS 21 junio 1990 (LA LEY JURIS 1385-4/1990).
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	Sobre la distinción entre deporte aficionado y deporte profesional, J. MARTÍNEZ GIRÓN, «Actividades profesionales y organizaciones deportivas y jurisdicción: punto críticos», en Trabajo y libertades públicas, dir. E. Borrajo Dacruz, La Ley, Madrid, 1999, págs. 123-126.
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	A. OJEDA AVILÉS, «Las relaciones laborales especiales: una perspectiva unitaria», Relaciones Laborales, tomo I, 1990, pág. 224. También G. COULLAT ARIÑO, «Contrato de trabajo común...», cit., pág. 95; y F. J. TOROLLO GONZÁLEZ, «Las relaciones laborales especiales...», cit., pág. 177, en el entendimiento de que «ambas actividades constituyen espectáculos» y «procuran la diversión y recreación del ocio del espectador».
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	A saber, la citada Reglamentación Nacional de Espectáculos y Deportes (OM 29 abril 1950, ya derogada).
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	M. ALONSO OLEA, Lecciones sobre contrato de trabajo, Universidad Complutense, Madrid, 1968, pág. 20.
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	F. LÓPEZ-TARRUELLA MARTÍNEZ, «Relación especial de trabajo de los artistas en espectáculos públicos», cit., pág. 184, refiriéndose, sobre todo, a las aportaciones de F. GONZÁLEZ PÉREZ, El estatuto laboral..., cit., págs. 26-33, y M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter...», cit., págs. 127-140. Más reciente, I. ALZAGA RUIZ, «El proceso de integración de los artistas en espectáculos públicos en el ámbito del Derecho del Trabajo», Revista Española de Derecho del Trabajo, núm. 104, 2001, págs. 225-245.
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	F. LÓPEZ-TARRUELLA MARTÍNEZ, «Relación especial de trabajo de los artistas en espectáculos públicos», cit., pág. 184.
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	 (101) 

	M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., pág. 128. En realidad, el art. 3 de dicha Ley incluía en su ámbito de aplicación a los «teatros respecto de su personal asalariado», sin especificar.
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	Pese a esta circunstancia, la doctrina también cita este Código de 1926 como uno de los antecedentes normativos de la laboralidad del contrato de los artistas: en este sentido, F. GONZÁLEZ PÉREZ, El estatuto laboral..., cit., pág. 28, y M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., pág. 128; como excepción, I. ALZAGA RUIZ, La relación laboral..., cit., pág. 41.


	 Ver Texto 




	 (103) 

	OM 16 julio 1932.
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	OM 2 septiembre 1932.
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	OM 23 noviembre 1932.
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	OM 30 noviembre 1932.
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	OM 28 febrero 1933.
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	OM 15 noviembre 1933.
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	 (109) 

	V. FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, «Contrato de Trabajo de los Artistas», en Catorce Lecciones sobre Contratos Especiales de Trabajo, Universidad Complutense, Madrid, 1965, pág. 49.
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	Aprobada por OM 17 junio 1943.


	 Ver Texto 
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	Aprobada por OM 26 febrero 1949, y sustituida después por la establecida por OM 18 julio 1972.
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	 (112) 

	Aprobada por OM 31 diciembre 1948, con modificaciones posteriores.
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	 (113) 

	Aprobada por OM 16 febrero 1948 y sustituida sucesivamente por OM 25 junio 1963 y OM 2 mayo 1977.
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	 (114) 

	Sobre la suerte de todas estas Reglamentaciones y Ordenanzas, véase el punto 3.2.2 de este mismo apartado y Capítulo.
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	Con más detalle, M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., págs. 128-133.
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	Así, a los artistas de circo: SSTS 3 febrero 1915 y 19 abril 1916, citadas por M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., pág. 134, actores de cine, a efectos de su protección por accidentes de trabajo; STS 5 enero 1918, en cita del mismo autor, ob. y pág., cit., músicos de cabaret; STS 24 marzo 1941, también citada por el mismo autor, ob. y págs. indicadas, toreros; SSTS 9 junio 1947, 26 junio 1947 y 15 marzo 1962, etc. Para más detalles de toda esta jurisprudencia y los autores que la trataron en su momento, M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., págs. 133-139; también R. ROQUETA BUJ, El trabajo de los artistas, cit., pág. 14 (nota 2).
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	S. ALARCÓN Y HORCAS, Código de Trabajo, tomo II, Reus, Madrid, 1929, pág. 648.
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	Véase el relato de estos pronunciamientos judiciales en M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., págs. 135-137; un resumen en R. ROQUETA BUJ, El trabajo de los artistas, cit., págs. 14-15 (nota 2).
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	Estas denominaciones y el resumen de sus respectivas inclusiones y exclusiones, en la Exposición de Motivos de la OM 13 junio 1964.
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	Aunque destacando el caso de los artistas de cine, que ha sido el más tratado por la doctrina. Véase, al respecto, M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., pág. 123; también F. LÓPEZTARRUELLA MARTÍNEZ, «Relación especial de trabajo de los artistas en espectáculos públicos», cit., pág. 183; y R. ROQUETA BUJ, El trabajo de los artistas, cit., pág. 15, nota 2, remitiendo su problemática específica y la defensa de su condición de trabajadores a la doctrina del momento que cita. La solución final, en palabras de M. ALONSO OLEA, Lecciones sobre Contrato de Trabajo, cit., pág. 21, con base en la ya mencionada OM 13 junio 1964, fue que «los artistas de reparto son trabajadores y su contrato es de trabajo».
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	 (121) 

	Dicho art. 3.1 j) de la Ley de Relaciones Laborales declaró con carácter general la laboralidad de la relación de trabajo de todos los artistas, a la par que, por vez primera en esta evolución normativa, la declaraba expresamente como especial. Su disp. adic. 4.ª, que no llegó a ser cumplida, encomendó al Gobierno la regulación de la relación, mientras que su art. 15, referido a los contratos de duración determinada, también contempló expresamente, a tal efecto, al «personal artístico... de la producción de espectáculos públicos». El dato es significativo porque, a la postre, daría pie a la última manifestación de la distinción entre los artistas principales y los demás, aunque no para la negación de la condición de trabajadores de los primeros, sino para dejarlos al margen de la aplicación del precepto que autorizaba su contratación temporal. En este sentido, señala R. ROQUETA BUJ, El trabajo de los artistas, cit., pág. 16, nota 4, con apoyo en las SSTCT que cita, que la jurisprudencia interpretó que la indicada disposición distinguía entre los artistas con entidad propia, «a los que por el momento excluyó de su ámbito de aplicación, por ser merecedores de una normativa específica acorde con el carácter sui generis de su relación laboral, y los artistas que para el público eran, simplemente, anónimos realizadores de una habitual tarea cotidiana y no constitutiva nunca, por sí misma, del espectáculo que se ofrece, respecto de los que, teniéndolos por incluidos en su ámbito de aplicación, autorizaba la contratación temporal».
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	Por esto, siguiendo a M. ALONSO OLEA, Lecciones sobre Contrato de Trabajo, cit., pág. 20, la condición de trabajador del artista en espectáculos públicos es mejor expresarla como posibilidad: «el artista es normalmente un típico trabajador por cuenta ajena».
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	STSJ Aragón 15 mayo 1996 (Sentencia núm. 442/1996).
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	STSJ Cataluña 14 diciembre 1999 (LA LEY JURIS 64976/1999).
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	Por esto, están excluidas del concepto de la relación laboral las prestaciones personales obligatorias [art. 1.3 b) ET], aunque, obviamente, no sean imaginables respecto de la actividad artística en espectáculos públicos.
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	Esta condición supone que el trabajo se presta en el marco de un vínculo obligatorio cuyo establecimiento encuentra causa, precisamente, en la contraprestación salarial. Por esto, están declarativamente excluidas del concepto de la relación laboral las actividades artísticas realizadas a título de amistad, benevolencia o buena vecindad [art. 1.3 d) ET].
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	M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., pág. 140, con apoyo en L. E. DE LA VILLA GIL, «Apuntes sobre el concepto de trabajador en el Derecho español», Cuadernos de la Cátedra de Derecho del Trabajo, núm. 4, 1972, pág. 73.
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	M. J. DOLZ LAGO, «La relación laboral de carácter especial...», cit., pág. 140, nota 143, con apoyo en G. BAYÓN CHACÓN, «Contratos especiales de trabajo. Concepto», en Catorce Lecciones sobre Contratos Especiales de Trabajo, Universidad Complutense, Madrid, 1965, pág. 18.
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	Sobre todas estas circunstancias, con más detalle, se tratará en el apartado III de este mismo Capítulo.
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